






JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE VALLEDUPAR

Valledupar, siete (07) de septiembre de dos mil veintitrés (2023)

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

DEMANDANTE: BEDEL ENRIQUE MAESTRE VILLAZON

DEMANDADO MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO
NACIONAL  DE  PRESTACIONES  SOCIALES  DEL
MAGISTERIO  –  MUNICIPIO  DE  VALLEDUPAR  -
SECRETARIA DE EDUCACIÓN

RADICADO: 20001-33-33-002-2022-00086-00 

TEMA: Resuelve excepciones

ASUNTO 

De conformidad con los artículos 40 y 42 de la Ley 2080 de 25 de enero del 2021
proferido por el Congreso de la Republica de Colombia “Por medio de la cual se
reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo
-ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en
los  procesos  que  se  tramitan  ante  la  jurisdicción”,  el  Despacho  procede  a
pronunciarse respecto de la resolución de excepciones previas.

CONSIDERACIONES

En consecuencia, los términos de notificación, del traslado de la demanda y de la
reforma del presente proceso se surtieron de la siguiente manera:

Término de notificación Traslado de Demanda Término  para
reformar demandaFecha inicial Fecha final Fecha inicial Fecha final

10/04/2023 11/04/2023 12/04/2023 25/05/2023 08/06/2023

El Municipio de Valledupar, Cesar, presentó contestación de la demanda el 09 de
mayo de 2023, y propuso excepciones mixtas de “falta de legitimación en la causa
por pasiva”

El Ministerio de Educación Nacional, presentó contestación de la demanda el 23 de 
mayo de 2023, y propuso excepción previa de “Ineptitud de la demanda por falta de 
requisitos formales”.

Así las cosas, el despacho procederá a pronunciarse respecto a la excepción previa
de “ineptitud sustantiva de la demandan por falta de los requisitos formales”



La inepta demanda se encuentra prevista como una excepción previa en el estatuto
procesal,  numeral  5  del  artículo  100  del  Código  General  del  Proceso10,  en  los
siguientes términos:

“Artículo 100.  Excepciones Previas.  Salvo disposición en contrario,  el  demandado
podrá proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de
la demanda:

[…]

5.  Ineptitud  de  la  demanda  por  falta  de  los  requisitos  formales  o  por  indebida
acumulación de pretensiones […]”.

Como se  observa,  dicha  excepción  se  configura  siempre  que  se  presenten  dos
inconsistencias: i) por falta de requisitos formales; y ii) por indebida acumulación de
pretensiones.

Así  las  cosas,  la  primera  de  las  manifestaciones  de  ineptitud  sustantiva  de  la
demanda tiene la finalidad de advertir que el libelo introductorio no cumple con todas
las exigencias de forma, es decir, que no reúne los requisitos relacionados con el
contenido y anexos de la demanda previstos en los artículos 162, 163, 166 y 167 del
CPACA, los cuales indican lo siguiente:

Artículo 162. Contenido de la demanda. Toda demanda deberá dirigirse a quien sea
competente y contendrá: 

1. La designación de las partes y de sus representantes. 

2. Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. Las varias pretensiones se
formularán por separado, con observancia de lo dispuesto en este mismo Código para
la acumulación de pretensiones. 

3. Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las pretensiones, debidamente
determinados, clasificados y numerados. 

4.  Los  fundamentos  de  derecho  de  las  pretensiones.  Cuando  se  trate  de  la
impugnación  de  un  acto  administrativo  deberán  indicarse  las  normas  violadas  y
explicarse el concepto de su violación. 

5. La petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer. En todo caso,
este deberá aportar todas las documentales que se encuentren en su poder. 

6.  La estimación razonada de la cuantía,  cuando sea necesaria para determinar la
competencia. 

7. El lugar y dirección donde las partes y el apoderado de quien demanda recibirán las
notificaciones  personales.  Para  tal  efecto,  podrán  indicar  también  su  dirección
electrónica. 

Artículo 163. Individualización de las pretensiones. Cuando se pretenda la nulidad de
un acto administrativo este se debe individualizar  con toda precisión.  Si el  acto fue
objeto de recursos ante la administración se entenderán demandados los actos que los
resolvieron.  Cuando  se  pretendan  declaraciones  o  condenas  diferentes  de  la
declaración de nulidad de un acto, deberán enunciarse clara y separadamente en la
demanda. […]”

“Artículo 166. Anexos de la demanda. A la demanda deberá acompañarse: 



1.  Copia  del  acto  acusado,  con  las  constancias  de  su  publicación,  comunicación,
notificación  o  ejecución,  según  el  caso.  Si  se  alega  el  silencio  administrativo,  las
pruebas que lo demuestren, y si la pretensión es de repetición, la prueba del pago total
de la obligación. 

Cuando el acto no ha sido publicado o se deniega la copia o la certificación sobre su
publicación,  se  expresará  así  en  la  demanda  bajo  juramento  que  se  considerará
prestado por la presentación de la misma, con la indicación de la oficina donde se
encuentre el original o el periódico, gaceta o boletín en que se hubiere publicado de
acuerdo con la ley, a fin de que se solicite por el Juez o Magistrado Ponente antes de
la admisión de la demanda. Igualmente, se podrá indicar que el acto demandado se
encuentra en el sitio web de la respectiva entidad para todos los fines legales. 

2.  Los  documentos  y  pruebas  anticipadas  que  se  pretenda  hacer  valer  y  que  se
encuentren en poder del demandante, así como los dictámenes periciales necesarios
para probar su derecho. 

3.  El  documento  idóneo  que  acredite  el  carácter  con  que  el  actor  se  presenta  al
proceso, cuando tenga la representación de otra persona, o cuando el derecho que
reclama proviene de haberlo otro transmitido a cualquier título. 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en
el  proceso,  la  prueba  de  su  existencia  y  representación,  salvo  en  relación  con  la
Nación,  los  departamentos  y  los  municipios  y  las  demás entidades creadas por  la
Constitución y la ley. 

5.  Copias  de  la  demanda  y  de  sus  anexos  para  la  notificación  a  las  partes  y  al
Ministerio Público”. 

“Artículo 167. Normas jurídicas de alcance no nacional. Si el demandante invoca como
violadas normas que no tengan alcance nacional, deberá acompañarlas en copia del
texto que las contenga. Con todo, no será necesario acompañar su copia, en el caso
de que las normas de carácter local que se señalen infringidas se encuentren en el sitio
web de la respectiva entidad, circunstancia que deberá ser manifestada en la demanda
con indicación del sitio de internet correspondiente.”

Por  su  parte,  la  indebida  acumulación  de  pretensiones  se  configura  cuando  el
demandante quebranta o excede la disposición normativa contenida en el artículo
165 del CPACA, que es del siguiente tenor:

“Artículo  165.  Acumulación  de  pretensiones.  En  la  demanda  se  podrán  acumular
pretensiones  de  nulidad,  de  nulidad  y  de  restablecimiento  del  derecho,  relativas  a
contratos  y  de  reparación  directa,  siempre  que  sean  conexas  y  concurran  los
siguientes requisitos:

1.  Que  el  juez  sea  competente  para  conocer  de  todas.  No  obstante,  cuando  se
acumulen  pretensiones  de  nulidad  con  cualesquiera  otras,  será  competente  para
conocer de ellas el juez de la nulidad. Cuando en la demanda se afirme que el daño ha
sido causado por la acción u omisión de un agente estatal y de un particular, podrán
acumularse  tales  pretensiones  y  la  Jurisdicción  Contencioso  Administrativa  será
competente para su conocimiento y resolución.

2.  Que  las  pretensiones  no  se  excluyan  entre  sí,  salvo  que  se  propongan  como
principales y subsidiarias. 

3. Que no haya operado la caducidad respecto de alguna de ellas.

 4. Que todas deban tramitarse por el mismo procedimiento.”



Frente a la argumentación transcrita, relacionada con el medio exceptivo de inepta
demanda, el Despacho debe señalar que:

De conformidad con el numeral 5 del artículo 100 del CGP, en casos como el que
nos ocupa, solo puede declararse probada la excepción previa de ineptitud de la
demanda, cuando esta no cumple cualquiera de los requisitos formales consagrados
en los  artículos  162,  163,  166 y  167 del  CPACA,  o en el  evento  en que exista
indebida acumulación de pretensiones.

Cabe precisar que se debe tener en cuenta también, para los efectos mencionados,
el contenido del artículo 163 del CPACA, el cual señala que “Cuando se pretenda la
nulidad de un acto administrativo este se debe individualizar con toda precisión” en
tanto que se aplica junto con lo regulado en el artículo 162 de la misma codificación,
que  en  el  numeral  segundo  dispone  como uno  de  los  requisitos  formales  de  la
demanda, señalar “lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad”; de modo
que, el juez de lo contencioso administrativo únicamente puede estudiar y declarar
probada esta excepción cuando se desatienda alguno de estos supuestos

Ahora bien, conforme ha sido señalado por el H. Consejo de Estado1, la proposición
jurídica incompleta “[…] como requisito de validez de la demanda impide el ejercicio
de la capacidad decisoria del juez frente al litigio propuesto, pues el acto demandado
no es autónomo, por encontrarse en una inseparable relación de dependencia con
otros no impugnados que determinan su contenido, validez o su eficacia […]”.

Es por esto que para ejercer el medio de control de nulidad y restablecimiento del
derecho resulta  necesario  acreditar,  entre otros,  los  requisitos establecidos en el
artículo 163 del CPACA, particularmente el que hace referencia al deber que le asiste
a la parte demandante de individualizar, con toda precisión, el acto administrativo a
enjuiciar;  además porque dicha norma expresamente dispone que “si  el  acto fue
objeto de recursos ante la administración se entenderán demandados los actos que
los resolvieron”.

En términos del artículo 163 del CPACA, la individualización con precisión del acto
que contempla la norma, significa que el acto a demandar debe ser aquel que crea,
modifica o extingue una situación jurídica particular del actor, de manera que si no se
demanda dicho acto, el  Juez administrativo no tiene más opción que proferir  una
sentencia inhibitoria, sin que ello implique, en manera alguna, la vulneración de los
derechos fundamentales del demandante, pues, al haberse acreditado que hubo una
incorrecta individualización del acto acusado, no otra podría ser la decisión, pues la
ineptitud de la demanda constituye un impedimento para la decisión de fondo.

En varios pronunciamientos del Órgano de cierre de esta jurisdicción, se ha señalado
que la proposición jurídica incompleta se configura en dos casos: i) cuando el acto
demandado  torna  lógicamente  imposible  la  decisión  de  fondo  debido  a  una
irreparable ruptura de su relación con la causa petendi y ii) cuando el acto acusado
no es autónomo porque se encuentra directamente relacionado con otro u otros no
impugnados que determinan su contenido, validez o eficacia, eventos en los que le
resultaría imposible emitir una decisión de fondo al operador judicial2.

1 1 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, sentencia del 17 de abril de 2013, C. P. Gustavo Gómez 
Aranguren, número interno 1247-2012, demandante: Martha Soraya Barbosa
2 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, expediente: 05001-23-33-000-2017-01570-01 (4866-18). Demandante: 
Colpensiones. M. P. Sandra Lisset Ibarra Vélez (2 de mayo de 2019), entre otros



Al respecto, en decisión reciente, el H. Consejo de Estado3 refiriéndose a la ineptitud
sustantiva  de  la  demanda,  por  falta  de  proposición  jurídica  completa,  señaló  lo
siguiente:

“33. Conforme a lo anterior, se tiene que la proposición jurídica incompleta ocurre en
aquellos casos en los cuales no se individualiza con toda precisión los actos acusados,
de acuerdo con los lineamientos que están señalados en el artículo 138 de la Ley 1437
de 2011.  Significa,  entonces,  que es requisito  indispensable  demandar  el  acto que
contiene la manifestación de la voluntad de la administración respecto de la situación
jurídica  particular  y  concreta;  y,  además,  las  decisiones  que  en  el  procedimiento
administrativo constituyan la unidad jurídica, pues, en tal sentido gira la decisión que se
deba adoptar en la sentencia, en lo relacionado con las pretensiones de la demanda. 

34. En síntesis de lo anterior, de acuerdo con la ley y la jurisprudencia, se debe tener
en  cuenta  que  el  acto  o  los  actos  administrativos  que  contienen  íntegramente  la
manifestación  de  voluntad  de  la  administración,  frente  a  una  situación  jurídica
particular, son los que deben ser objeto de impugnación, junto con aquellos que en la
vía gubernativa o administrativa constituyan una unidad jurídica con el mismo, esto es,
aquellos que resuelven los recursos interpuestos, de conformidad con el artículo 163
de la ley 1437 de 2011, toda vez que ellos determinan la órbita que delimita la decisión
del  juzgador,  en lo  relacionado con la  pretensión de anulación de los mismos.  Por
ende,  si  no  se  observan  tales  aspectos,  esto  es,  la  proposición  jurídica  o
individualización de la actuación administrativa acusada, de forma completa, se vicia
de manera sustancial el contenido de la pretensión del medio de control de nulidad y
restablecimiento del derecho; y con ello se impide un pronunciamiento de fondo frente
a lo pretendido por el actor”

Así las cosas, se determina que en el medio de control de nulidad y restablecimiento
del derecho debe enjuiciarse el acto administrativo que contiene la manifestación de
voluntad de la administración frente a una situación jurídica particular, junto con los
demás  actos  que  en  la  actuación  administrativa  constituyan  unidad  jurídica  con
aquel,  toda  vez  que  ello  compone  el  marco  de  decisión  del  juez  frente  a  una
pretensión de nulidad, precisamente por la identidad y unidad de su contenido y sus
efectos jurídicos,  con el  fin  de evitar  decisiones inhibitorias. Ello,  en garantía  del
principio de tutela judicial efectiva y para lograr una decisión de mérito.

En suma, si dentro del medio de control nulidad y restablecimiento del derecho no se
demandan la totalidad de los actos administrativos que tienen relación directa entre
sí  por  su  contenido  y  efectos,  se  configura  la  proposición  jurídica  incompleta,
situación que impide al  juez adelantar  un análisis integral  de la controversia.  Sin
embargo,  se ha destacado la  necesidad de que la jurisdicción de lo contencioso
administrativo encamine sus actuaciones a la garantía y el respeto de los derechos
constitucionales y legales que le asisten a los administrados y no se apegue, de
forma rígida, a las ritualidades procedimentales en detrimento del derecho sustancial.

Descendiendo al estudio del caso concreto se advierte que, la solicitud de nulidad
elevada  en  la  pretensión  primera  de  la  demanda  se  dirige  contra  el  acto
administrativo ficto  configurado el  día 28 de octubre de 2021 frente a la  petición
presentada ante Municipio de Valledupar - Secretaria de Educación, el día 28 de julio
de 2021, mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la sanción por mora
por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 1990,
artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados
desde  el  15  de  febrero  de  2021  fecha  en  que  debió  efectuarse  el  pago  de  las
cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y hasta el momento en

3 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCION “B”, 
Consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ (05 de diciembre de 2019). Radicación número: 11001-03- 25-000-2014-
00044-00(0096-14).



que se acredite el pago de los valores correspondientes en la cuenta individual del
docente, así como también niegan el derecho a la indemnización, por el pago tardío
de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 1 de la
Ley  52  de  1975,  la  Ley  50  de  1990  y  el  Decreto  Nacional  1176  de  1991,
indemnización  que  es  equivalente  al  valor  cancelado  de  los  intereses  causados
durante el año 2020, los cuales fueron cancelados superado el término legal, esto es,
después del 31 de enero de 2021

Así las cosas, se observa, que en la presentación de la demanda, el apoderado de la
parte actora, en el acápite de anexos hace mención de la petición, con la cual se
configura  el  acto  administrativo  antes  mencionado,  el  cual  tiene  como  nombre
“Constancia  de  la  petición  presentada  como  reclamación  administrativa  por  mi
representado  ante  el  MUNICIPIO  DE  VALLEDUPAR-SECRETARIA  DE
EDUCACIÓN”,  dicha  petición  se  encuentra  a  folios  01  a  05   en  archivo  4  del
expediente digital, con la sorpresa, que la fecha de radicación o recibido por parte de
la entidad, corresponde a una fecha diferente a la configuración del acto ficto que el
demandante  pretende demandar,  esto  es,  el  03  de agosto  de  2021,   fecha  que
contraría la referenciada en sus pretensiones, toda vez que, al tomar esta fecha, el
acto ficto correspondería al 03 de noviembre de 2021, y no al 28 de octubre de 2021,
como lo pretende el accionante, por tanto, deja ver, que dicho acto administrativo NO
fue individualizado en debida forma, ni que sobre este se hayan decidido los recursos
pertinentes.

De lo anterior, se determina que en el medio de control de nulidad y restablecimiento
del derecho debe enjuiciarse el acto administrativo que contiene la manifestación de
voluntad de la administración frente a una situación jurídica particular, junto con los
demás  actos  que  en  la  actuación  administrativa  constituyan  unidad  jurídica  con
aquel,  toda  vez  que  ello  compone  el  marco  de  decisión  del  juez  frente  a  una
pretensión de nulidad, precisamente por la identidad y unidad de su contenido y sus
efectos jurídicos,  con el  fin  de evitar  decisiones inhibitorias. Ello,  en garantía  del
principio de tutela judicial efectiva y para lograr una decisión de mérito.

En necesario mencionar, que a la fecha no se encuentra un acto administrativo que
defina de fondo la situación, por lo que el Consejo de Estado, sala de lo contencioso
administrativo, sección segunda, subsección "B", Consejera ponente: Sandra Lisset
Ibarra Vélez, seis (6) de agosto de dos mil veinte (2020). Radicación número: 08001-
23-33-000-2015-90104-01(1496-20)  Referencia:  Nulidad  y  Restablecimiento  del
Derecho, ha manifestado lo siguiente:

“(…)11. Los actos administrativos, según lo que en ellos se disponga, se pueden catalogar
en  a)  actos  de  trámite  o  preparatorios,  b)  actos  definitivos  o  principales  y  c)  actos  de
ejecución.
 
12. Son actos de trámite o preparatorios, los actos preliminares que toma la Administración
para  adoptar  una  decisión  final  o  definitiva  sobre  el  fondo  de  un  determinado  asunto.
Son actos definitivos o principales, los actos administrativos que en términos del artículo 43
del Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, deciden directa o
indirectamente  el  fondo  del  asunto  o  hacen  imposible  continuar  con  una  determinada
actuación  y  son actos  de  ejecución,  aquellos  que  se  limitan  a  dar  cumplimiento  a  una
decisión judicial o administrativa.
 
13. Acorde con lo anterior, es claro que <<los actos susceptibles de ser demandados ante la
jurisdicción de lo contencioso administrativo son los actos definitivos, entendidos como toda



manifestación  de voluntad4 general  o  eventualmente,  concreta  o  específica,  unilateral5 de
quienes ejercen funciones administrativas,  que crean, reconocen,  transmiten, modifican o
extinguen derechos y obligaciones6 o situaciones jurídicas subjetivas>>7.
 
14.  En  suma,  únicamente  las  decisiones  de  la  administración  que  concluyen  un
procedimiento  administrativo  o  aquellos  que  afecten  derechos  o  intereses,  o  impongan
cargas, sanciones y obligaciones que afectan o alteran situaciones jurídicas determinadas,
de ahí que los que impulsan la actuación, no procuran por solucionar de fondo las solicitudes
de los administrados o se limiten a dar cumplimiento a una orden judicial o administrativa, no
son cuestionables vía judicial. (…)”

En  este  sentido  los  actos  administrativos  pasibles  de  control  jurisdiccional  son
aquellos  catalogados  como  definitivos,  esto  es,  los  que  decidan  directa  o
indirectamente el fondo del asunto o hagan imposible continuar la actuación.

Bajo este marco conceptual, es válido sostener que la jurisdicción de lo contencioso
administrativo únicamente se ocupa del estudio de los actos definitivos, expresos o
fictos, que culminen un proceso administrativo, en la medida en que se presumen
legales, gozan de los atributos de ejecutividad y ejecutoriedad e impactan en las
relaciones de las personas naturales y jurídicas, sus derechos y obligaciones. En
consecuencia, el control judicial de las decisiones administrativas definitivas se torna
obligatorio dentro de un Estado Social de Derecho, en aras de garantizar su validez,
así  como los  valores  constitucionales,  el  imperio  del  principio  de  legalidad y  los
derechos subjetivos de los asociados.

Por  sustracción de materia el  despacho,  se abstendrá de pronunciarse sobre las
demás excepciones previas.

Por las razones expuestas se declarará probada la excepción de inepta demanda por
falta de los requisitos formales, por la cual el despacho se pronunció oficiosamente.

En  razón  y  mérito  de  lo  expuesto,  el  Juzgado  Segundo  Administrativo  Oral  de
Valledupar,

RESUELVE

Primero: DECLARASE probada la excepción de “ineptitud sustantiva de la demanda
por  falta  de  los  requisitos  formales”, propuesta  por  el  Ministerio  de  educación
Nacional, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído.

Segundo:  Contra esta decisión procede el recurso de apelación en los términos de
los artículos 243 y 247 del CPACA.

Tercero: Ejecutoriado  materialmente  este  auto,  se  hará  la  correspondiente
depuración del expediente, devolviendo los anexos a los demandantes y destruyendo
las copias que legalmente corresponda, para que el envío al ARCHIVO se haga en

4 En palabras del Tratadista Luciano Parejo Alonso, “toda manifestación de juicio, de conocimiento o de deseo realizada por una
AP en ejercicio de una potestad administrativa”
5 El Tratadista Jaime Orlando Santofimio, señala que es unilateral porque proviene exclusivamente por una sola vía, que para
tal efecto es de la Administración. En el texto, Acto Administrativo publicado por la Escuela Judicial Lara Bonilla, se dice que “el
acto  administrativo  unilateral  sometido  al  control  jurisdiccional,  es  el  acto  jurídico  que  al  manifestar  la  voluntad  de  la
Administración está destinado a producir efectos en derecho, pues contiene una decisión de naturaleza administrativa”
6 Conclusión obtenida de la lectura que sobre la Teoría del Acto Jurídico trata diferentes autores como Bonnecasse, Baudry
Lacantinerie, Borja Soriano, Eduardo García De Enterría, Jaime Orlando Santofimio, Jaime Vidal Perdomo.
7 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda Subsección “A”, consejera ponente: Sandra
Lisset Ibarra Vélez (E), auto de 6de agosto de 2015, radicación número: 41001-23-33-000-2012-00137-01(4594-13)



las condiciones establecidas en la respectiva tabla de retención documental; para el
efecto el Despacho, tomará las determinaciones que conforme a los principios de
publicidad y transparencia se avengan al caso.

Notifíquese y cúmplase

VÍCTOR ORTEGA VILLARREAL
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE VALLEDUPAR

Valledupar, siete (07) de septiembre de dos mil veintitrés (2023)

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

DEMANDANTE: JAVIER SEGUNDO PALLARES ARRIETA

DEMANDADO MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO
NACIONAL  DE  PRESTACIONES  SOCIALES  DEL
MAGISTERIO  –  MUNICIPIO  DE  VALLEDUPAR  -
SECRETARIA DE EDUCACIÓN

RADICADO: 20001-33-33-002-2022-00123-00 

TEMA: Resuelve excepciones

ASUNTO 

De conformidad con los artículos 40 y 42 de la Ley 2080 de 25 de enero del 2021
proferido por el Congreso de la Republica de Colombia “Por medio de la cual se
reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo
-ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en
los  procesos  que  se  tramitan  ante  la  jurisdicción”,  el  Despacho  procede  a
pronunciarse respecto de la resolución de excepciones previas.

CONSIDERACIONES

En consecuencia, los términos de notificación, del traslado de la demanda y de la
reforma del presente proceso se surtieron de la siguiente manera:

Término de notificación Traslado de Demanda Término  para
reformar demandaFecha inicial Fecha final Fecha inicial Fecha final

12/04/2023 13/04/2023 14/04/2023 29/05/2023 13/06/2023

El Ministerio de Educación Nacional, presentó contestación de la demanda el 24 de 
mayo de 2023, y NO propuso excepciones previas, sino de mérito denominada: 

- Inexistencia de la obligación

El Municipio de Valledupar, Cesar, presentó contestación de la demanda el 23 de 
mayo de 2023, y propuso excepción mixta de “falta de legitimación en la causa por 
pasiva”

Así las cosas, el despacho procederá a pronunciarse respecto a la excepción previa 
de “ineptitud sustantiva de la demandan por falta de los requisitos formales”



La inepta demanda se encuentra prevista como una excepción previa en el estatuto
procesal,  numeral  5  del  artículo  100  del  Código  General  del  Proceso10,  en  los
siguientes términos:

“Artículo 100.  Excepciones Previas.  Salvo disposición en contrario,  el  demandado
podrá proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de
la demanda:

[…]

5.  Ineptitud  de  la  demanda  por  falta  de  los  requisitos  formales  o  por  indebida
acumulación de pretensiones […]”.

Como se  observa,  dicha  excepción  se  configura  siempre  que  se  presenten  dos
inconsistencias: i) por falta de requisitos formales; y ii) por indebida acumulación de
pretensiones.

Así  las  cosas,  la  primera  de  las  manifestaciones  de  ineptitud  sustantiva  de  la
demanda tiene la finalidad de advertir que el libelo introductorio no cumple con todas
las exigencias de forma, es decir, que no reúne los requisitos relacionados con el
contenido y anexos de la demanda previstos en los artículos 162, 163, 166 y 167 del
CPACA, los cuales indican lo siguiente:

Artículo 162. Contenido de la demanda. Toda demanda deberá dirigirse a quien sea
competente y contendrá: 

1. La designación de las partes y de sus representantes. 

2. Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. Las varias pretensiones se
formularán por separado, con observancia de lo dispuesto en este mismo Código para
la acumulación de pretensiones. 

3. Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las pretensiones, debidamente
determinados, clasificados y numerados. 

4.  Los  fundamentos  de  derecho  de  las  pretensiones.  Cuando  se  trate  de  la
impugnación  de  un  acto  administrativo  deberán  indicarse  las  normas  violadas  y
explicarse el concepto de su violación. 

5. La petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer. En todo caso,
este deberá aportar todas las documentales que se encuentren en su poder. 

6.  La estimación razonada de la cuantía,  cuando sea necesaria para determinar la
competencia. 

7. El lugar y dirección donde las partes y el apoderado de quien demanda recibirán las
notificaciones  personales.  Para  tal  efecto,  podrán  indicar  también  su  dirección
electrónica. 

Artículo 163. Individualización de las pretensiones. Cuando se pretenda la nulidad de
un acto administrativo este se debe individualizar  con toda precisión.  Si el  acto fue
objeto de recursos ante la administración se entenderán demandados los actos que los
resolvieron.  Cuando  se  pretendan  declaraciones  o  condenas  diferentes  de  la
declaración de nulidad de un acto, deberán enunciarse clara y separadamente en la
demanda. […]”

“Artículo 166. Anexos de la demanda. A la demanda deberá acompañarse: 



1.  Copia  del  acto  acusado,  con  las  constancias  de  su  publicación,  comunicación,
notificación  o  ejecución,  según  el  caso.  Si  se  alega  el  silencio  administrativo,  las
pruebas que lo demuestren, y si la pretensión es de repetición, la prueba del pago total
de la obligación. 

Cuando el acto no ha sido publicado o se deniega la copia o la certificación sobre su
publicación,  se  expresará  así  en  la  demanda  bajo  juramento  que  se  considerará
prestado por la presentación de la misma, con la indicación de la oficina donde se
encuentre el original o el periódico, gaceta o boletín en que se hubiere publicado de
acuerdo con la ley, a fin de que se solicite por el Juez o Magistrado Ponente antes de
la admisión de la demanda. Igualmente, se podrá indicar que el acto demandado se
encuentra en el sitio web de la respectiva entidad para todos los fines legales. 

2.  Los  documentos  y  pruebas  anticipadas  que  se  pretenda  hacer  valer  y  que  se
encuentren en poder del demandante, así como los dictámenes periciales necesarios
para probar su derecho. 

3.  El  documento  idóneo  que  acredite  el  carácter  con  que  el  actor  se  presenta  al
proceso, cuando tenga la representación de otra persona, o cuando el derecho que
reclama proviene de haberlo otro transmitido a cualquier título. 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en
el  proceso,  la  prueba  de  su  existencia  y  representación,  salvo  en  relación  con  la
Nación,  los  departamentos  y  los  municipios  y  las  demás entidades creadas por  la
Constitución y la ley. 

5.  Copias  de  la  demanda  y  de  sus  anexos  para  la  notificación  a  las  partes  y  al
Ministerio Público”. 

“Artículo 167. Normas jurídicas de alcance no nacional. Si el demandante invoca como
violadas normas que no tengan alcance nacional, deberá acompañarlas en copia del
texto que las contenga. Con todo, no será necesario acompañar su copia, en el caso
de que las normas de carácter local que se señalen infringidas se encuentren en el sitio
web de la respectiva entidad, circunstancia que deberá ser manifestada en la demanda
con indicación del sitio de internet correspondiente.”

Por  su  parte,  la  indebida  acumulación  de  pretensiones  se  configura  cuando  el
demandante quebranta o excede la disposición normativa contenida en el artículo
165 del CPACA, que es del siguiente tenor:

“Artículo  165.  Acumulación  de  pretensiones.  En  la  demanda  se  podrán  acumular
pretensiones  de  nulidad,  de  nulidad  y  de  restablecimiento  del  derecho,  relativas  a
contratos  y  de  reparación  directa,  siempre  que  sean  conexas  y  concurran  los
siguientes requisitos:

1.  Que  el  juez  sea  competente  para  conocer  de  todas.  No  obstante,  cuando  se
acumulen  pretensiones  de  nulidad  con  cualesquiera  otras,  será  competente  para
conocer de ellas el juez de la nulidad. Cuando en la demanda se afirme que el daño ha
sido causado por la acción u omisión de un agente estatal y de un particular, podrán
acumularse  tales  pretensiones  y  la  Jurisdicción  Contencioso  Administrativa  será
competente para su conocimiento y resolución.

2.  Que  las  pretensiones  no  se  excluyan  entre  sí,  salvo  que  se  propongan  como
principales y subsidiarias. 

3. Que no haya operado la caducidad respecto de alguna de ellas.

 4. Que todas deban tramitarse por el mismo procedimiento.”



Frente a la argumentación transcrita, relacionada con el medio exceptivo de inepta
demanda, el Despacho debe señalar que:

De conformidad con el numeral 5 del artículo 100 del CGP, en casos como el que
nos ocupa, solo puede declararse probada la excepción previa de ineptitud de la
demanda, cuando esta no cumple cualquiera de los requisitos formales consagrados
en los  artículos  162,  163,  166 y  167 del  CPACA,  o en el  evento  en que exista
indebida acumulación de pretensiones.

Cabe precisar que se debe tener en cuenta también, para los efectos mencionados,
el contenido del artículo 163 del CPACA, el cual señala que “Cuando se pretenda la
nulidad de un acto administrativo este se debe individualizar con toda precisión” en
tanto que se aplica junto con lo regulado en el artículo 162 de la misma codificación,
que  en  el  numeral  segundo  dispone  como uno  de  los  requisitos  formales  de  la
demanda, señalar “lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad”; de modo
que, el juez de lo contencioso administrativo únicamente puede estudiar y declarar
probada esta excepción cuando se desatienda alguno de estos supuestos

Ahora bien, conforme ha sido señalado por el H. Consejo de Estado1, la proposición
jurídica incompleta “[…] como requisito de validez de la demanda impide el ejercicio
de la capacidad decisoria del juez frente al litigio propuesto, pues el acto demandado
no es autónomo, por encontrarse en una inseparable relación de dependencia con
otros no impugnados que determinan su contenido, validez o su eficacia […]”.

Es por esto que para ejercer el medio de control de nulidad y restablecimiento del
derecho resulta  necesario  acreditar,  entre otros,  los  requisitos establecidos en el
artículo 163 del CPACA, particularmente el que hace referencia al deber que le asiste
a la parte demandante de individualizar, con toda precisión, el acto administrativo a
enjuiciar;  además porque dicha norma expresamente dispone que “si  el  acto fue
objeto de recursos ante la administración se entenderán demandados los actos que
los resolvieron”.

En términos del artículo 163 del CPACA, la individualización con precisión del acto
que contempla la norma, significa que el acto a demandar debe ser aquel que crea,
modifica o extingue una situación jurídica particular del actor, de manera que si no se
demanda dicho acto, el  Juez administrativo no tiene más opción que proferir  una
sentencia inhibitoria, sin que ello implique, en manera alguna, la vulneración de los
derechos fundamentales del demandante, pues, al haberse acreditado que hubo una
incorrecta individualización del acto acusado, no otra podría ser la decisión, pues la
ineptitud de la demanda constituye un impedimento para la decisión de fondo.

En varios pronunciamientos del Órgano de cierre de esta jurisdicción, se ha señalado
que la proposición jurídica incompleta se configura en dos casos: i) cuando el acto
demandado  torna  lógicamente  imposible  la  decisión  de  fondo  debido  a  una
irreparable ruptura de su relación con la causa petendi y ii) cuando el acto acusado
no es autónomo porque se encuentra directamente relacionado con otro u otros no
impugnados que determinan su contenido, validez o eficacia, eventos en los que le
resultaría imposible emitir una decisión de fondo al operador judicial2.

1 1 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, sentencia del 17 de abril de 2013, C. P. Gustavo Gómez 
Aranguren, número interno 1247-2012, demandante: Martha Soraya Barbosa
2 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, expediente: 05001-23-33-000-2017-01570-01 (4866-18). Demandante: 
Colpensiones. M. P. Sandra Lisset Ibarra Vélez (2 de mayo de 2019), entre otros



Al respecto, en decisión reciente, el H. Consejo de Estado3 refiriéndose a la ineptitud
sustantiva  de  la  demanda,  por  falta  de  proposición  jurídica  completa,  señaló  lo
siguiente:

“33. Conforme a lo anterior, se tiene que la proposición jurídica incompleta ocurre en
aquellos casos en los cuales no se individualiza con toda precisión los actos acusados,
de acuerdo con los lineamientos que están señalados en el artículo 138 de la Ley 1437
de 2011.  Significa,  entonces,  que es requisito  indispensable  demandar  el  acto que
contiene la manifestación de la voluntad de la administración respecto de la situación
jurídica  particular  y  concreta;  y,  además,  las  decisiones  que  en  el  procedimiento
administrativo constituyan la unidad jurídica, pues, en tal sentido gira la decisión que se
deba adoptar en la sentencia, en lo relacionado con las pretensiones de la demanda. 

34. En síntesis de lo anterior, de acuerdo con la ley y la jurisprudencia, se debe tener
en  cuenta  que  el  acto  o  los  actos  administrativos  que  contienen  íntegramente  la
manifestación  de  voluntad  de  la  administración,  frente  a  una  situación  jurídica
particular, son los que deben ser objeto de impugnación, junto con aquellos que en la
vía gubernativa o administrativa constituyan una unidad jurídica con el mismo, esto es,
aquellos que resuelven los recursos interpuestos, de conformidad con el artículo 163
de la ley 1437 de 2011, toda vez que ellos determinan la órbita que delimita la decisión
del  juzgador,  en lo  relacionado con la  pretensión de anulación de los mismos.  Por
ende,  si  no  se  observan  tales  aspectos,  esto  es,  la  proposición  jurídica  o
individualización de la actuación administrativa acusada, de forma completa, se vicia
de manera sustancial el contenido de la pretensión del medio de control de nulidad y
restablecimiento del derecho; y con ello se impide un pronunciamiento de fondo frente
a lo pretendido por el actor”

Así las cosas, se determina que en el medio de control de nulidad y restablecimiento
del derecho debe enjuiciarse el acto administrativo que contiene la manifestación de
voluntad de la administración frente a una situación jurídica particular, junto con los
demás  actos  que  en  la  actuación  administrativa  constituyan  unidad  jurídica  con
aquel,  toda  vez  que  ello  compone  el  marco  de  decisión  del  juez  frente  a  una
pretensión de nulidad, precisamente por la identidad y unidad de su contenido y sus
efectos jurídicos,  con el  fin  de evitar  decisiones inhibitorias. Ello,  en garantía  del
principio de tutela judicial efectiva y para lograr una decisión de mérito.

En suma, si dentro del medio de control nulidad y restablecimiento del derecho no se
demandan la totalidad de los actos administrativos que tienen relación directa entre
sí  por  su  contenido  y  efectos,  se  configura  la  proposición  jurídica  incompleta,
situación que impide al  juez adelantar  un análisis integral  de la controversia.  Sin
embargo,  se ha destacado la  necesidad de que la jurisdicción de lo contencioso
administrativo encamine sus actuaciones a la garantía y el respeto de los derechos
constitucionales y legales que le asisten a los administrados y no se apegue, de
forma rígida, a las ritualidades procedimentales en detrimento del derecho sustancial.

Descendiendo al estudio del caso concreto se advierte que, la solicitud de nulidad
elevada  en  la  pretensión  primera  de  la  demanda  se  dirige  contra  el  acto
administrativo ficto  configurado el  día 30 de octubre de 2021 frente a la  petición
presentada ante Municipio de Valledupar - Secretaria de Educación, el día 30 de julio
de 2021, mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la sanción por mora
por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 1990,
artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados
desde  el  15  de  febrero  de  2021  fecha  en  que  debió  efectuarse  el  pago  de  las
cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y hasta el momento en

3 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCION “B”, 
Consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ (05 de diciembre de 2019). Radicación número: 11001-03- 25-000-2014-
00044-00(0096-14).



que se acredite el pago de los valores correspondientes en la cuenta individual del
docente, así como también niegan el derecho a la indemnización, por el pago tardío
de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 1 de la
Ley  52  de  1975,  la  Ley  50  de  1990  y  el  Decreto  Nacional  1176  de  1991,
indemnización  que  es  equivalente  al  valor  cancelado  de  los  intereses  causados
durante el año 2020, los cuales fueron cancelados superado el término legal, esto es,
después del 31 de enero de 2021

Así las cosas, se observa, que en la presentación de la demanda, el apoderado de la
parte actora, en el acápite de anexos hace mención de la petición, con la cual se
configura  el  acto  administrativo  antes  mencionado,  el  cual  tiene  como  nombre
“Constancia  de  la  petición  presentada  como  reclamación  administrativa  por  mi
representado  ante  el  MUNICIPIO  DE  VALLEDUPAR-SECRETARIA  DE
EDUCACIÓN”,  dicha  petición  se  encuentra  a  folios  01  a  06   en  archivo  4  del
expediente digital, con la sorpresa, que la fecha de radicación o recibido por parte de
la entidad, corresponde a una fecha diferente a la configuración del acto ficto que el
demandante pretende demandar, esto es, el 29 de julio de 2021,  fecha que contraría
la referenciada en sus pretensiones, toda vez que, al tomar esta fecha, el acto ficto
correspondería al 29 de octubre de 2021, y no al 30 de octubre de 2021, como lo
pretende el accionante, por tanto, deja ver,  que dicho acto administrativo NO fue
individualizado en debida forma, ni que sobre este se hayan decidido los recursos
pertinentes.

De lo anterior, se determina que en el medio de control de nulidad y restablecimiento
del derecho debe enjuiciarse el acto administrativo que contiene la manifestación de
voluntad de la administración frente a una situación jurídica particular, junto con los
demás  actos  que  en  la  actuación  administrativa  constituyan  unidad  jurídica  con
aquel,  toda  vez  que  ello  compone  el  marco  de  decisión  del  juez  frente  a  una
pretensión de nulidad, precisamente por la identidad y unidad de su contenido y sus
efectos jurídicos,  con el  fin  de evitar  decisiones inhibitorias. Ello,  en garantía  del
principio de tutela judicial efectiva y para lograr una decisión de mérito.

En necesario mencionar, que a la fecha no se encuentra un acto administrativo que
defina de fondo la situación, por lo que el Consejo de Estado, sala de lo contencioso
administrativo, sección segunda, subsección "B", Consejera ponente: Sandra Lisset
Ibarra Vélez, seis (6) de agosto de dos mil veinte (2020). Radicación número: 08001-
23-33-000-2015-90104-01(1496-20)  Referencia:  Nulidad  y  Restablecimiento  del
Derecho, ha manifestado lo siguiente:

“(…)11. Los actos administrativos, según lo que en ellos se disponga, se pueden catalogar
en  a)  actos  de  trámite  o  preparatorios,  b)  actos  definitivos  o  principales  y  c)  actos  de
ejecución.
 
12. Son actos de trámite o preparatorios, los actos preliminares que toma la Administración
para  adoptar  una  decisión  final  o  definitiva  sobre  el  fondo  de  un  determinado  asunto.
Son actos definitivos o principales, los actos administrativos que en términos del artículo 43
del Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, deciden directa o
indirectamente  el  fondo  del  asunto  o  hacen  imposible  continuar  con  una  determinada
actuación  y  son actos  de  ejecución,  aquellos  que  se  limitan  a  dar  cumplimiento  a  una
decisión judicial o administrativa.
 
13. Acorde con lo anterior, es claro que <<los actos susceptibles de ser demandados ante la
jurisdicción de lo contencioso administrativo son los actos definitivos, entendidos como toda



manifestación  de voluntad4 general  o  eventualmente,  concreta  o  específica,  unilateral5 de
quienes ejercen funciones administrativas,  que crean, reconocen,  transmiten, modifican o
extinguen derechos y obligaciones6 o situaciones jurídicas subjetivas>>7.
 
14.  En  suma,  únicamente  las  decisiones  de  la  administración  que  concluyen  un
procedimiento  administrativo  o  aquellos  que  afecten  derechos  o  intereses,  o  impongan
cargas, sanciones y obligaciones que afectan o alteran situaciones jurídicas determinadas,
de ahí que los que impulsan la actuación, no procuran por solucionar de fondo las solicitudes
de los administrados o se limiten a dar cumplimiento a una orden judicial o administrativa, no
son cuestionables vía judicial. (…)”

En  este  sentido  los  actos  administrativos  pasibles  de  control  jurisdiccional  son
aquellos  catalogados  como  definitivos,  esto  es,  los  que  decidan  directa  o
indirectamente el fondo del asunto o hagan imposible continuar la actuación.

Bajo este marco conceptual, es válido sostener que la jurisdicción de lo contencioso
administrativo únicamente se ocupa del estudio de los actos definitivos, expresos o
fictos, que culminen un proceso administrativo, en la medida en que se presumen
legales, gozan de los atributos de ejecutividad y ejecutoriedad e impactan en las
relaciones de las personas naturales y jurídicas, sus derechos y obligaciones. En
consecuencia, el control judicial de las decisiones administrativas definitivas se torna
obligatorio dentro de un Estado Social de Derecho, en aras de garantizar su validez,
así  como los  valores  constitucionales,  el  imperio  del  principio  de  legalidad y  los
derechos subjetivos de los asociados.

Por  sustracción de materia el  despacho,  se abstendrá de pronunciarse sobre las
demás excepciones previas.

Por las razones expuestas se declarará probada la excepción de inepta demanda por
falta de los requisitos formales, por la cual el despacho se pronunció oficiosamente.

En  razón  y  mérito  de  lo  expuesto,  el  Juzgado  Segundo  Administrativo  Oral  de
Valledupar,

RESUELVE

Primero: DECLARASE probada la excepción de “ineptitud sustantiva de la demanda
por falta de los requisitos formales”, propuesta por el despacho, de conformidad con
lo expuesto en la parte motiva de este proveído.

Segundo:  Contra esta decisión procede el recurso de apelación en los términos de
los artículos 243 y 247 del CPACA.

Tercero: Ejecutoriado  materialmente  este  auto,  se  hará  la  correspondiente
depuración del expediente, devolviendo los anexos a los demandantes y destruyendo
las copias que legalmente corresponda, para que el envío al ARCHIVO se haga en

4 En palabras del Tratadista Luciano Parejo Alonso, “toda manifestación de juicio, de conocimiento o de deseo realizada por una
AP en ejercicio de una potestad administrativa”
5 El Tratadista Jaime Orlando Santofimio, señala que es unilateral porque proviene exclusivamente por una sola vía, que para
tal efecto es de la Administración. En el texto, Acto Administrativo publicado por la Escuela Judicial Lara Bonilla, se dice que “el
acto  administrativo  unilateral  sometido  al  control  jurisdiccional,  es  el  acto  jurídico  que  al  manifestar  la  voluntad  de  la
Administración está destinado a producir efectos en derecho, pues contiene una decisión de naturaleza administrativa”
6 Conclusión obtenida de la lectura que sobre la Teoría del Acto Jurídico trata diferentes autores como Bonnecasse, Baudry
Lacantinerie, Borja Soriano, Eduardo García De Enterría, Jaime Orlando Santofimio, Jaime Vidal Perdomo.
7 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda Subsección “A”, consejera ponente: Sandra
Lisset Ibarra Vélez (E), auto de 6de agosto de 2015, radicación número: 41001-23-33-000-2012-00137-01(4594-13)



las condiciones establecidas en la respectiva tabla de retención documental; para el
efecto el Despacho, tomará las determinaciones que conforme a los principios de
publicidad y transparencia se avengan al caso.

Notifíquese y cúmplase

VÍCTOR ORTEGA VILLARREAL
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE VALLEDUPAR

Valledupar, siete (07) de septiembre de dos mil veintitrés (2023)

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

DEMANDANTE: LUZ MIRIAM CORREDOR SALCEDO

DEMANDADO MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO
NACIONAL  DE  PRESTACIONES  SOCIALES  DEL
MAGISTERIO  –  MUNICIPIO  DE  VALLEDUPAR  -
SECRETARIA DE EDUCACIÓN

RADICADO: 20001-33-33-002-2022-00124-00 

TEMA: Resuelve excepciones

ASUNTO 

De conformidad con los artículos 40 y 42 de la Ley 2080 de 25 de enero del 2021
proferido por el Congreso de la Republica de Colombia “Por medio de la cual se
reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo
-ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en
los  procesos  que  se  tramitan  ante  la  jurisdicción”,  el  Despacho  procede  a
pronunciarse respecto de la resolución de excepciones previas.

CONSIDERACIONES

En consecuencia, los términos de notificación, del traslado de la demanda y de la
reforma del presente proceso se surtieron de la siguiente manera:

Término de notificación Traslado de Demanda Término  para
reformar demandaFecha inicial Fecha final Fecha inicial Fecha final

12/04/2023 13/04/2023 14/04/2023 29/05/2023 13/06/2023

El Ministerio de Educación Nacional, presentó contestación de la demanda el 24 de 
mayo de 2023, y NO propuso excepciones previas, sino de mérito denominada: 

- Inexistencia de la obligación

El Municipio de Valledupar, Cesar, presentó contestación de la demanda el 23 de
mayo de 2023, y propuso excepción mixta de “falta de legitimación en la causa por
pasiva”

Así las cosas, el  despacho procederá a pronunciarse oficiosamente respecto a la
excepción previa de “ineptitud sustantiva de la demandan por falta de los requisitos
formales”



La inepta demanda se encuentra prevista como una excepción previa en el estatuto
procesal,  numeral  5  del  artículo  100  del  Código  General  del  Proceso10,  en  los
siguientes términos:

“Artículo 100.  Excepciones Previas.  Salvo disposición en contrario,  el  demandado
podrá proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de
la demanda:

[…]

5.  Ineptitud  de  la  demanda  por  falta  de  los  requisitos  formales  o  por  indebida
acumulación de pretensiones […]”.

Como se  observa,  dicha  excepción  se  configura  siempre  que  se  presenten  dos
inconsistencias: i) por falta de requisitos formales; y ii) por indebida acumulación de
pretensiones.

Así  las  cosas,  la  primera  de  las  manifestaciones  de  ineptitud  sustantiva  de  la
demanda tiene la finalidad de advertir que el libelo introductorio no cumple con todas
las exigencias de forma, es decir, que no reúne los requisitos relacionados con el
contenido y anexos de la demanda previstos en los artículos 162, 163, 166 y 167 del
CPACA, los cuales indican lo siguiente:

Artículo 162. Contenido de la demanda. Toda demanda deberá dirigirse a quien sea
competente y contendrá: 

1. La designación de las partes y de sus representantes. 

2. Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. Las varias pretensiones se
formularán por separado, con observancia de lo dispuesto en este mismo Código para
la acumulación de pretensiones. 

3. Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las pretensiones, debidamente
determinados, clasificados y numerados. 

4.  Los  fundamentos  de  derecho  de  las  pretensiones.  Cuando  se  trate  de  la
impugnación  de  un  acto  administrativo  deberán  indicarse  las  normas  violadas  y
explicarse el concepto de su violación. 

5. La petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer. En todo caso,
este deberá aportar todas las documentales que se encuentren en su poder. 

6.  La estimación razonada de la cuantía,  cuando sea necesaria para determinar la
competencia. 

7. El lugar y dirección donde las partes y el apoderado de quien demanda recibirán las
notificaciones  personales.  Para  tal  efecto,  podrán  indicar  también  su  dirección
electrónica. 

Artículo 163. Individualización de las pretensiones. Cuando se pretenda la nulidad de
un acto administrativo este se debe individualizar  con toda precisión.  Si el  acto fue
objeto de recursos ante la administración se entenderán demandados los actos que los
resolvieron.  Cuando  se  pretendan  declaraciones  o  condenas  diferentes  de  la
declaración de nulidad de un acto, deberán enunciarse clara y separadamente en la
demanda. […]”

“Artículo 166. Anexos de la demanda. A la demanda deberá acompañarse: 



1.  Copia  del  acto  acusado,  con  las  constancias  de  su  publicación,  comunicación,
notificación  o  ejecución,  según  el  caso.  Si  se  alega  el  silencio  administrativo,  las
pruebas que lo demuestren, y si la pretensión es de repetición, la prueba del pago total
de la obligación. 

Cuando el acto no ha sido publicado o se deniega la copia o la certificación sobre su
publicación,  se  expresará  así  en  la  demanda  bajo  juramento  que  se  considerará
prestado por la presentación de la misma, con la indicación de la oficina donde se
encuentre el original o el periódico, gaceta o boletín en que se hubiere publicado de
acuerdo con la ley, a fin de que se solicite por el Juez o Magistrado Ponente antes de
la admisión de la demanda. Igualmente, se podrá indicar que el acto demandado se
encuentra en el sitio web de la respectiva entidad para todos los fines legales. 

2.  Los  documentos  y  pruebas  anticipadas  que  se  pretenda  hacer  valer  y  que  se
encuentren en poder del demandante, así como los dictámenes periciales necesarios
para probar su derecho. 

3.  El  documento  idóneo  que  acredite  el  carácter  con  que  el  actor  se  presenta  al
proceso, cuando tenga la representación de otra persona, o cuando el derecho que
reclama proviene de haberlo otro transmitido a cualquier título. 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en
el  proceso,  la  prueba  de  su  existencia  y  representación,  salvo  en  relación  con  la
Nación,  los  departamentos  y  los  municipios  y  las  demás entidades creadas por  la
Constitución y la ley. 

5.  Copias  de  la  demanda  y  de  sus  anexos  para  la  notificación  a  las  partes  y  al
Ministerio Público”. 

“Artículo 167. Normas jurídicas de alcance no nacional. Si el demandante invoca como
violadas normas que no tengan alcance nacional, deberá acompañarlas en copia del
texto que las contenga. Con todo, no será necesario acompañar su copia, en el caso
de que las normas de carácter local que se señalen infringidas se encuentren en el sitio
web de la respectiva entidad, circunstancia que deberá ser manifestada en la demanda
con indicación del sitio de internet correspondiente.”

Por  su  parte,  la  indebida  acumulación  de  pretensiones  se  configura  cuando  el
demandante quebranta o excede la disposición normativa contenida en el artículo
165 del CPACA, que es del siguiente tenor:

“Artículo  165.  Acumulación  de  pretensiones.  En  la  demanda  se  podrán  acumular
pretensiones  de  nulidad,  de  nulidad  y  de  restablecimiento  del  derecho,  relativas  a
contratos  y  de  reparación  directa,  siempre  que  sean  conexas  y  concurran  los
siguientes requisitos:

1.  Que  el  juez  sea  competente  para  conocer  de  todas.  No  obstante,  cuando  se
acumulen  pretensiones  de  nulidad  con  cualesquiera  otras,  será  competente  para
conocer de ellas el juez de la nulidad. Cuando en la demanda se afirme que el daño ha
sido causado por la acción u omisión de un agente estatal y de un particular, podrán
acumularse  tales  pretensiones  y  la  Jurisdicción  Contencioso  Administrativa  será
competente para su conocimiento y resolución.

2.  Que  las  pretensiones  no  se  excluyan  entre  sí,  salvo  que  se  propongan  como
principales y subsidiarias. 

3. Que no haya operado la caducidad respecto de alguna de ellas.

 4. Que todas deban tramitarse por el mismo procedimiento.”



Frente a la argumentación transcrita, relacionada con el medio exceptivo de inepta
demanda, el Despacho debe señalar que:

De conformidad con el numeral 5 del artículo 100 del CGP, en casos como el que
nos ocupa, solo puede declararse probada la excepción previa de ineptitud de la
demanda, cuando esta no cumple cualquiera de los requisitos formales consagrados
en los  artículos  162,  163,  166 y  167 del  CPACA,  o en el  evento  en que exista
indebida acumulación de pretensiones.

Cabe precisar que se debe tener en cuenta también, para los efectos mencionados,
el contenido del artículo 163 del CPACA, el cual señala que “Cuando se pretenda la
nulidad de un acto administrativo este se debe individualizar con toda precisión” en
tanto que se aplica junto con lo regulado en el artículo 162 de la misma codificación,
que  en  el  numeral  segundo  dispone  como uno  de  los  requisitos  formales  de  la
demanda, señalar “lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad”; de modo
que, el juez de lo contencioso administrativo únicamente puede estudiar y declarar
probada esta excepción cuando se desatienda alguno de estos supuestos

Ahora bien, conforme ha sido señalado por el H. Consejo de Estado1, la proposición
jurídica incompleta “[…] como requisito de validez de la demanda impide el ejercicio
de la capacidad decisoria del juez frente al litigio propuesto, pues el acto demandado
no es autónomo, por encontrarse en una inseparable relación de dependencia con
otros no impugnados que determinan su contenido, validez o su eficacia […]”.

Es por esto que para ejercer el medio de control de nulidad y restablecimiento del
derecho resulta  necesario  acreditar,  entre otros,  los  requisitos establecidos en el
artículo 163 del CPACA, particularmente el que hace referencia al deber que le asiste
a la parte demandante de individualizar, con toda precisión, el acto administrativo a
enjuiciar;  además porque dicha norma expresamente dispone que “si  el  acto fue
objeto de recursos ante la administración se entenderán demandados los actos que
los resolvieron”.

En términos del artículo 163 del CPACA, la individualización con precisión del acto
que contempla la norma, significa que el acto a demandar debe ser aquel que crea,
modifica o extingue una situación jurídica particular del actor, de manera que si no se
demanda dicho acto, el  Juez administrativo no tiene más opción que proferir  una
sentencia inhibitoria, sin que ello implique, en manera alguna, la vulneración de los
derechos fundamentales del demandante, pues, al haberse acreditado que hubo una
incorrecta individualización del acto acusado, no otra podría ser la decisión, pues la
ineptitud de la demanda constituye un impedimento para la decisión de fondo.

En varios pronunciamientos del Órgano de cierre de esta jurisdicción, se ha señalado
que la proposición jurídica incompleta se configura en dos casos: i) cuando el acto
demandado  torna  lógicamente  imposible  la  decisión  de  fondo  debido  a  una
irreparable ruptura de su relación con la causa petendi y ii) cuando el acto acusado
no es autónomo porque se encuentra directamente relacionado con otro u otros no
impugnados que determinan su contenido, validez o eficacia, eventos en los que le
resultaría imposible emitir una decisión de fondo al operador judicial2.

1 1 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, sentencia del 17 de abril de 2013, C. P. Gustavo Gómez 
Aranguren, número interno 1247-2012, demandante: Martha Soraya Barbosa
2 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, expediente: 05001-23-33-000-2017-01570-01 (4866-18). Demandante: 
Colpensiones. M. P. Sandra Lisset Ibarra Vélez (2 de mayo de 2019), entre otros



Al respecto, en decisión reciente, el H. Consejo de Estado3 refiriéndose a la ineptitud
sustantiva  de  la  demanda,  por  falta  de  proposición  jurídica  completa,  señaló  lo
siguiente:

“33. Conforme a lo anterior, se tiene que la proposición jurídica incompleta ocurre en
aquellos casos en los cuales no se individualiza con toda precisión los actos acusados,
de acuerdo con los lineamientos que están señalados en el artículo 138 de la Ley 1437
de 2011.  Significa,  entonces,  que es requisito  indispensable  demandar  el  acto que
contiene la manifestación de la voluntad de la administración respecto de la situación
jurídica  particular  y  concreta;  y,  además,  las  decisiones  que  en  el  procedimiento
administrativo constituyan la unidad jurídica, pues, en tal sentido gira la decisión que se
deba adoptar en la sentencia, en lo relacionado con las pretensiones de la demanda. 

34. En síntesis de lo anterior, de acuerdo con la ley y la jurisprudencia, se debe tener
en  cuenta  que  el  acto  o  los  actos  administrativos  que  contienen  íntegramente  la
manifestación  de  voluntad  de  la  administración,  frente  a  una  situación  jurídica
particular, son los que deben ser objeto de impugnación, junto con aquellos que en la
vía gubernativa o administrativa constituyan una unidad jurídica con el mismo, esto es,
aquellos que resuelven los recursos interpuestos, de conformidad con el artículo 163
de la ley 1437 de 2011, toda vez que ellos determinan la órbita que delimita la decisión
del  juzgador,  en lo  relacionado con la  pretensión de anulación de los mismos.  Por
ende,  si  no  se  observan  tales  aspectos,  esto  es,  la  proposición  jurídica  o
individualización de la actuación administrativa acusada, de forma completa, se vicia
de manera sustancial el contenido de la pretensión del medio de control de nulidad y
restablecimiento del derecho; y con ello se impide un pronunciamiento de fondo frente
a lo pretendido por el actor”

Así las cosas, se determina que en el medio de control de nulidad y restablecimiento
del derecho debe enjuiciarse el acto administrativo que contiene la manifestación de
voluntad de la administración frente a una situación jurídica particular, junto con los
demás  actos  que  en  la  actuación  administrativa  constituyan  unidad  jurídica  con
aquel,  toda  vez  que  ello  compone  el  marco  de  decisión  del  juez  frente  a  una
pretensión de nulidad, precisamente por la identidad y unidad de su contenido y sus
efectos jurídicos,  con el  fin  de evitar  decisiones inhibitorias. Ello,  en garantía  del
principio de tutela judicial efectiva y para lograr una decisión de mérito.

En suma, si dentro del medio de control nulidad y restablecimiento del derecho no se
demandan la totalidad de los actos administrativos que tienen relación directa entre
sí  por  su  contenido  y  efectos,  se  configura  la  proposición  jurídica  incompleta,
situación que impide al  juez adelantar  un análisis integral  de la controversia.  Sin
embargo,  se ha destacado la  necesidad de que la jurisdicción de lo contencioso
administrativo encamine sus actuaciones a la garantía y el respeto de los derechos
constitucionales y legales que le asisten a los administrados y no se apegue, de
forma rígida, a las ritualidades procedimentales en detrimento del derecho sustancial.

Descendiendo al estudio del caso concreto se advierte que, la solicitud de nulidad
elevada  en  la  pretensión  primera  de  la  demanda  se  dirige  contra  el  acto
administrativo ficto  configurado el  día 30 de octubre de 2021 frente a la  petición
presentada ante Municipio de Valledupar - Secretaria de Educación, el día 30 de julio
de 2021, mediante la cual se niega el reconocimiento y pago de la sanción por mora
por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 1990,
artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados
desde  el  15  de  febrero  de  2021  fecha  en  que  debió  efectuarse  el  pago  de  las
cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y hasta el momento en

3 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCION “B”, 
Consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ (05 de diciembre de 2019). Radicación número: 11001-03- 25-000-2014-
00044-00(0096-14).



que se acredite el pago de los valores correspondientes en la cuenta individual del
docente, así como también niegan el derecho a la indemnización, por el pago tardío
de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 1 de la
Ley  52  de  1975,  la  Ley  50  de  1990  y  el  Decreto  Nacional  1176  de  1991,
indemnización  que  es  equivalente  al  valor  cancelado  de  los  intereses  causados
durante el año 2020, los cuales fueron cancelados superado el término legal, esto es,
después del 31 de enero de 2021

Así las cosas, se observa, que en la presentación de la demanda, el apoderado de la
parte actora, en el acápite de anexos hace mención de la petición, con la cual se
configura  el  acto  administrativo  antes  mencionado,  el  cual  tiene  como  nombre
“Constancia  de  la  petición  presentada  como  reclamación  administrativa  por  mi
representado  ante  el  MUNICIPIO  DE  VALLEDUPAR-SECRETARIA  DE
EDUCACIÓN”,  dicha  petición  se  encuentra  a  folios  01  a  06   en  archivo  4  del
expediente digital, con la sorpresa, que la fecha de radicación o recibido por parte de
la entidad, corresponde a una fecha diferente a la configuración del acto ficto que el
demandante pretende demandar, esto es, el 29 de julio de 2021,  fecha que contraría
la referenciada en sus pretensiones, toda vez que, al tomar esta fecha, el acto ficto
correspondería al 29 de octubre de 2021, y no al 30 de octubre de 2021, como lo
pretende el accionante, por tanto, deja ver,  que dicho acto administrativo NO fue
individualizado en debida forma, ni que sobre este se hayan decidido los recursos
pertinentes.

De lo anterior, se determina que en el medio de control de nulidad y restablecimiento
del derecho debe enjuiciarse el acto administrativo que contiene la manifestación de
voluntad de la administración frente a una situación jurídica particular, junto con los
demás  actos  que  en  la  actuación  administrativa  constituyan  unidad  jurídica  con
aquel,  toda  vez  que  ello  compone  el  marco  de  decisión  del  juez  frente  a  una
pretensión de nulidad, precisamente por la identidad y unidad de su contenido y sus
efectos jurídicos,  con el  fin  de evitar  decisiones inhibitorias. Ello,  en garantía  del
principio de tutela judicial efectiva y para lograr una decisión de mérito.

En necesario mencionar, que a la fecha no se encuentra un acto administrativo que
defina de fondo la situación, por lo que el Consejo de Estado, sala de lo contencioso
administrativo, sección segunda, subsección "B", Consejera ponente: Sandra Lisset
Ibarra Vélez, seis (6) de agosto de dos mil veinte (2020). Radicación número: 08001-
23-33-000-2015-90104-01(1496-20)  Referencia:  Nulidad  y  Restablecimiento  del
Derecho, ha manifestado lo siguiente:

“(…)11. Los actos administrativos, según lo que en ellos se disponga, se pueden catalogar
en  a)  actos  de  trámite  o  preparatorios,  b)  actos  definitivos  o  principales  y  c)  actos  de
ejecución.
 
12. Son actos de trámite o preparatorios, los actos preliminares que toma la Administración
para  adoptar  una  decisión  final  o  definitiva  sobre  el  fondo  de  un  determinado  asunto.
Son actos definitivos o principales, los actos administrativos que en términos del artículo 43
del Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, deciden directa o
indirectamente  el  fondo  del  asunto  o  hacen  imposible  continuar  con  una  determinada
actuación  y  son actos  de  ejecución,  aquellos  que  se  limitan  a  dar  cumplimiento  a  una
decisión judicial o administrativa.
 
13. Acorde con lo anterior, es claro que <<los actos susceptibles de ser demandados ante la
jurisdicción de lo contencioso administrativo son los actos definitivos, entendidos como toda



manifestación  de voluntad4 general  o  eventualmente,  concreta  o  específica,  unilateral5 de
quienes ejercen funciones administrativas,  que crean, reconocen,  transmiten, modifican o
extinguen derechos y obligaciones6 o situaciones jurídicas subjetivas>>7.
 
14.  En  suma,  únicamente  las  decisiones  de  la  administración  que  concluyen  un
procedimiento  administrativo  o  aquellos  que  afecten  derechos  o  intereses,  o  impongan
cargas, sanciones y obligaciones que afectan o alteran situaciones jurídicas determinadas,
de ahí que los que impulsan la actuación, no procuran por solucionar de fondo las solicitudes
de los administrados o se limiten a dar cumplimiento a una orden judicial o administrativa, no
son cuestionables vía judicial. (…)”

En  este  sentido  los  actos  administrativos  pasibles  de  control  jurisdiccional  son
aquellos  catalogados  como  definitivos,  esto  es,  los  que  decidan  directa  o
indirectamente el fondo del asunto o hagan imposible continuar la actuación.

Bajo este marco conceptual, es válido sostener que la jurisdicción de lo contencioso
administrativo únicamente se ocupa del estudio de los actos definitivos, expresos o
fictos, que culminen un proceso administrativo, en la medida en que se presumen
legales, gozan de los atributos de ejecutividad y ejecutoriedad e impactan en las
relaciones de las personas naturales y jurídicas, sus derechos y obligaciones. En
consecuencia, el control judicial de las decisiones administrativas definitivas se torna
obligatorio dentro de un Estado Social de Derecho, en aras de garantizar su validez,
así  como los  valores  constitucionales,  el  imperio  del  principio  de  legalidad y  los
derechos subjetivos de los asociados.

Por las razones expuestas se declarará probada la excepción de inepta demanda por
falta de los requisitos formales, por la cual el despacho se pronunció oficiosamente.

Por  sustracción de materia el  despacho,  se abstendrá de pronunciarse sobre las
demás excepciones previas.

En  razón  y  mérito  de  lo  expuesto,  el  Juzgado  Segundo  Administrativo  Oral  de
Valledupar,

RESUELVE

Primero: DECLARASE probada la excepción de “ineptitud sustantiva de la demanda
por falta de los requisitos formales”, propuesta por el despacho, de conformidad con
lo expuesto en la parte motiva de este proveído.

Segundo:  Contra esta decisión procede el recurso de apelación en los términos de
los artículos 243 y 247 del CPACA.

Tercero: Ejecutoriado  materialmente  este  auto,  se  hará  la  correspondiente
depuración del expediente, devolviendo los anexos a los demandantes y destruyendo
las copias que legalmente corresponda, para que el envío al ARCHIVO se haga en
las condiciones establecidas en la respectiva tabla de retención documental; para el

4 En palabras del Tratadista Luciano Parejo Alonso, “toda manifestación de juicio, de conocimiento o de deseo realizada por una
AP en ejercicio de una potestad administrativa”
5 El Tratadista Jaime Orlando Santofimio, señala que es unilateral porque proviene exclusivamente por una sola vía, que para
tal efecto es de la Administración. En el texto, Acto Administrativo publicado por la Escuela Judicial Lara Bonilla, se dice que “el
acto  administrativo  unilateral  sometido  al  control  jurisdiccional,  es  el  acto  jurídico  que  al  manifestar  la  voluntad  de  la
Administración está destinado a producir efectos en derecho, pues contiene una decisión de naturaleza administrativa”
6 Conclusión obtenida de la lectura que sobre la Teoría del Acto Jurídico trata diferentes autores como Bonnecasse, Baudry
Lacantinerie, Borja Soriano, Eduardo García De Enterría, Jaime Orlando Santofimio, Jaime Vidal Perdomo.
7 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda Subsección “A”, consejera ponente: Sandra
Lisset Ibarra Vélez (E), auto de 6de agosto de 2015, radicación número: 41001-23-33-000-2012-00137-01(4594-13)



efecto el Despacho, tomará las determinaciones que conforme a los principios de
publicidad y transparencia se avengan al caso.

Notifíquese y cúmplase

VÍCTOR ORTEGA VILLARREAL

JUEZ

J2/VOV/enr

REPÚBLICA DE COLOMBIA
JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL

CIRCUITO
Valledupar - Cesar

          Secretario
La presente providencia, fue notificada a las partes por
anotación en el ESTADO ELECTRONICO No. 

Hoy __ de ___ de 2022 Hora 08:00 am

YAFI JESUS PALMA ARIAS
Secretario

Firmado Por:

Victor  Ortega Villarreal

Juez

Juzgado Administrativo

02

Valledupar - Cesar
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 23a7627862fedacd2d6a3b48655dd980710b8c6f6fb15f6a3cf464b4d23f991b

Documento generado en 07/09/2023 06:53:03 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE VALLEDUPAR

Valledupar, siete (07) de septiembre de dos mil veintitrés (2023).

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

DEMANDANTE: ANA BENICIA ROJAS GOMEZ

DEMANDADO MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO
NACIONAL  DE  PRESTACIONES  SOCIALES  DEL
MAGISTERIO  –  MUNICIPIO  DE  VALLEDUPAR,
CESAR

RADICADO: 20001-33-33-002-2022-00125-00

TEMA: Resuelve excepciones, cierra periodo probatorio y 
corre traslado para alegatos de conclusión.

ASUNTO 

De conformidad con los artículos 40 y 42 de la Ley 2080 de 25 de enero del 2021
proferido por el Congreso de la Republica de Colombia “Por medio de la cual se
reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo
-ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en
los  procesos  que  se  tramitan  ante  la  jurisdicción”,  el  Despacho  procede  a
pronunciarse  respecto  de  la  resolución  de  excepciones  previas,  cierre  periodo
probatorio y correr traslado para alegatos de conclusión en esta jurisdicción.

CONSIDERACIONES

En consecuencia, los términos de notificación, del traslado de la demanda y de la
reforma del presente proceso se surtieron de la siguiente manera:

Término de notificación Traslado de Demanda Término  para
reformar demandaFecha inicial Fecha final Fecha inicial Fecha final

12/04/2023 13/04/2023 14/04/2023 29/05/2023 13/06/2023

- El Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del
Magisterio, y presentó contestación de la demanda el 24 de mayo de 2023, y NO
propuso excepciones previas.

- El Municipio de Valledupar, Cesar, NO presentó contestación de la demanda.

El despacho se pronunciará respecto de la excepción de caducidad de la acción.



CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 

Están  surtidos  los  requisitos  de  procedibilidad  y  no  se  ha  configurado  LA
CADUCIDAD DE LA ACCION; conforme al art 164, numeral 1º, literal d) del CPACA.

“ARTÍCULO  164.  OPORTUNIDAD  PARA  PRESENTAR  LA  DEMANDA. La  demanda
deberá ser presentada:

1. En cualquier tiempo, cuando:

(…)

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo;”

En atención a la norma antes mencionada, se declara NO PROBADA la caducidad,
en el presente medio de control. 

FIJACIÓN  DEL  LITIGIO:  Consiste  en  determinar  si  en  el  presente  caso  el  acto
administrativo demandado contenido en el acto ficto configurado el 05 de febrero de
2022, frente a la petición presentada el día 05 de noviembre de 2021, en cuanto le
negó al demandante el reconocimiento de la prima de junio establecida en el artículo
15, Numeral 2, literal B, de la Ley de 91 de 1989, por causa de no haber alcanzado el
derecho  al  reconocimiento  de  la  pensión  gracia  debido  a  que  fue  vinculado  por
primera  vez a la  docencia  oficial,  en  fecha posterior  al  1  de  enero  de 1981,  se
encuentra ajustado a derecho o por el contrario está viciado de nulidad.

PRUEBAS SOLICITADAS

La parte demandante aportó las pruebas que se indican a folio 11 en archivo No. 2
del expediente digital.

El Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del
Magisterio, NO aportó, ni solicitó pruebas en archivo No. 19 del expediente digital.

El Municipio de Valledupar, Cesar, NO contestó la demanda.

Solo  se  decretarán las pruebas que sean necesarias para  demostrar  los  hechos
sobre los cuales hay disconformidad, frente a los cuales no obre constancia dentro
del expediente y que las partes no estuvieran en el deber de aportar, por ser este el
espíritu de lo previsto en el CPACA.

Procede el señor juez, a decretar las siguientes pruebas: 

PARTE DEMANDANTE:

A. Téngase  como  prueba  documental  en  su  alcance  legal  los  documentos
allegados por la PARTE ACCIONANTE al presentar la demanda, que obran
a en archivo No. 4 del expediente digital.

B. INCORPORESE los documentos obrantes en archivo No. 16, 17, y 18 del
expediente digital, aportados por el Municipio de Valledupar.

En ese orden, procede el despacho a cerrar período probatorio y ordenará correr
traslado a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión por el término
de diez (10) días y al Ministerio Público para que emita concepto si a bien lo tiene, la



sentencia  se  proferirá  por  escrito  dentro  de  los  veinte  (20)  días  posteriores  al
vencimiento del término de alegatos.

En  razón  y  mérito  de  lo  expuesto,  el  Juzgado  Segundo  Administrativo  Oral  de
Valledupar,

RESUELVE

Primero: DECLÁRASE NO PROBADA la excepción mixta de “caducidad” propuesta
por  el  Despacho,  de  conformidad  con  lo  expuesto  en  la  parte  motiva  de  este
proveído.

Segundo: Téngase como prueba documental en su alcance legal los documentos
allegados por la PARTE ACCIONANTE al presentar la demanda, que obran a en
archivo No. 4 del expediente digital.

Tercero: INCORPORESE los documentos obrantes en archivo No. 16, 17, y 18 del
expediente digital, aportados por el Municipio de Valledupar.

Cuarto: Ciérrese el período probatorio.

Quinto: Córrasele traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión por el
término de diez (10) días y al Ministerio Público para que emita concepto si a bien lo
tiene, el cual inicia al día siguiente de la notificación de esta providencia por estado y
no requiere fijación en lista por secretaría.

Notifíquese y cúmplase

VÍCTOR ORTEGA VILLARREAL

JUEZ

J2/VOV/enr

REPÚBLICA DE COLOMBIA
JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL

CIRCUITO
Valledupar - Cesar

          Secretario
La presente providencia, fue notificada a las partes por
anotación en el ESTADO ELECTRONICO No. 

Hoy __ de ___ de 2022 Hora 08:00 am

YAFI JESUS PALMA ARIAS
Secretario

Firmado Por:

Victor  Ortega Villarreal



Juez

Juzgado Administrativo

02

Valledupar - Cesar
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE VALLEDUPAR

Valledupar, siete (07) de septiembre de dos mil veintitrés (2023).

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

DEMANDANTE: JOUSET AGUSTIN BAQUERO JIMENEZ

DEMANDADO MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO
NACIONAL  DE  PRESTACIONES  SOCIALES  DEL
MAGISTERIO  –  DEPARTAMENTO  DEL  CESAR  -
SECRETARIA  DE  EDUCACION  DEPARTAMENTAL
DEL  CESAR  -  FIDUCIARIA  LA  PREVISORA  S.A
(FIDUPREVISORA)

RADICADO: 20001-33-33-002-2023-00100-00

TEMA: Resuelve excepciones, cierra periodo probatorio y 
corre traslado para alegatos de conclusión.

ASUNTO 

De conformidad con los artículos 40 y 42 de la Ley 2080 de 25 de enero del 2021
proferido por el Congreso de la Republica de Colombia “Por medio de la cual se
reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo
-ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en
los  procesos  que  se  tramitan  ante  la  jurisdicción”,  el  Despacho  procede  a
pronunciarse  respecto  de  la  resolución  de  excepciones  previas,  cierre  periodo
probatorio y correr traslado para alegatos de conclusión en esta jurisdicción.

CONSIDERACIONES

En consecuencia, los términos de notificación, del traslado de la demanda y de la
reforma del presente proceso se surtieron de la siguiente manera:

Término de notificación Traslado de Demanda Término  para
reformar demandaFecha inicial Fecha final Fecha inicial Fecha final

30/05/2023 31/05/2023 01/06/2023 17/07/2023 01/08/2023

- El Ministerio de Educación Nacional, presentó contestación de la demanda el 29 de
junio  de  2023,  y  propuso excepciones previas  y  mixtas  de  “falta  de  reclamación
administrativa, y prescripción”; el despacho resolverá la prescripción en la sentencia.

- El Departamento del Cesar, presentó contestación de la demanda el 14 de julio de
2023, y propuso excepción mixta de “falta de legitimación en la causa por pasiva”



En atención a la excepción de “falta de reclamación administrativa”, propuesta por la
entidad Ministerio de Educación Nacional, en la contestación de demanda, la cual se
relaciona con la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda por falta de los
requisitos formales e indebida acumulación de pretensiones, el despacho la resuelve
de la siguiente manera:

La entidad manifiesta lo siguiente:

“(…) Conforme a las pruebas allegadas al plenario se considera que esta excepción
debe  prosperar  en  atención  a  que  dicha  petición  fue  interpuesta  ante  la
SECRETARIA DE EDUCACION, pero no ante mi representada. (…)”

Frente a la argumentación transcrita, relacionada con el medio exceptivo propuesto
de inepta demanda, el Despacho debe señalar que: 

El ordenamiento jurídico colombiano consagra en el ordinal 5.º del artículo 100 del
Código  General  del  Proceso  la  excepción  previa  denominada  «Ineptitud  de  la
demanda»,  encaminada  fundamentalmente  a  que  se  adecúe  la  misma  a  los
requisitos  de  forma  que  permitan  su  análisis  en  sede  judicial,  so  pena  de  la
terminación anticipada del proceso. Esta se configura por dos razones:

a) Por falta de los requisitos formales. La excepción prospera cuando no se reúnen los
requisitos relacionados con el  contenido y anexos de la demanda regulados en los
artículos 162, 163, 166 y 167 del CPACA, en cuanto indican qué debe contener el texto
de esta, cómo se individualizan las pretensiones y los anexos que deben allegarse con
ella (salvo los previstos en los ordinales 3.º y 4.º del artículo 166 ib. que tienen una
excepción propia prevista en el ordinal 6.º del artículo 100 del CGP).

Pese a ello, hay que advertir que estos requisitos pueden ser subsanados al momento
de la reforma de la demanda (Art. 173 del CPACA en concordancia con el ordinal 3.º
del artículo 101 del CGP), o dentro del término de traslado de la excepción respectiva,
al  tenor de lo  previsto en el  parágrafo segundo del  artículo 175 del  CPACA y 101
ordinal 1.º del CGP.

b)  Por  indebida  acumulación  de  pretensiones.  Esta  modalidad  surge  por  la
inobservancia de los presupuestos normativos contenidos en los artículos 137 y ss. y
165 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

En resumen,  los  únicos eventos  en los que se configura  la  excepción previa  de
ineptitud de la demanda se presentan ante la falta de los requisitos formales o por
indebida acumulación de pretensiones.

De lo anterior, tenemos que, estos no se cumplen dentro del presente proceso, toda
vez que, los argumentos planteados por la parte demandada están orientados a que,
la petición fue interpuesta ante la Secretaria de Educación, pero no ante el Ministerio
de Educación Nacional, situación que es contraria a lo que observa el despacho, por
cuanto en las pretensiones de la demanda, junto con sus respectivas pruebas, se
observa petición elevada, el 22 de agosto de 2022, ante “NACIÓN – MINISTERIO DE
EDUCACIÓN  –  DEPARTAMENTO  DEL  CESAR  -  SECRETARIA  DE  EDUCACION
DEPARTAMENTAL DEL CESAR – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES
DEL MAGISTERIO (FOMAG): FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A – (FIDUPREVISORA)”; así
la cosas, dicha excepción no tiene vocación de prosperar.

El despacho resuelve la falta de legitimación en la causa por pasiva, propuesta por la 
Entidad, Departamento del Cesar, de la siguiente manera:



Para  resolver  la  excepción  planteada,  debe  recordarse  que  la  figura  de  la
legitimación en la causa es la capacidad subjetiva para ser parte en el proceso y,
además constituye un presupuesto procesal  para  que se profiera  en decisión de
fondo en la litis. 

La jurisprudencia del Consejo de Estado, ha diferenciado la legitimación en la causa
de  hecho  y  material.  Entendiendo  la  primera,  como  la  relación  procesal  que  se
establece entre el demandante y el demandado, mediante la pretensión procesal; o
en otras palabras la relación jurídica nacida de la atribución de una conducta en la
demanda, y de la notificación de ésta al  demandado. Por lo tanto, se aduce que
quien cita a otro y atribuye está legitimado de hecho por activa, y a quien se cita y
atribuye está legitimado de hecho y por pasiva, después de la notificación del auto
admisorio de la demanda. Y por la segunda, legitimación ad causam material, alude
a la participación real de las personas, por regla general, en el hecho origen de la
formulación de la demanda, con independencia de si se ha demandado o no, o de
que haya sido o no demandado.

En síntesis, se ha sostenido que la legitimación en la causa de hecho se refiere a la
relación procesal entre el demandante y el demandado y nace con la presentación de
la demanda y la notificación del auto admisorio una vez se traba la litis. En contraste
con ésta, la legitimación en la causa material alude a la relación que nace entre las
partes como consecuencia de los hechos que dan lugar al litigio

Por lo anterior, un sujeto puede estar legitimado en la causa de hecho, pero no tener
legitimación  en  la  causa  material,  de  lo  cual  se  deriva  que  las  pretensiones
formuladas no sean procedentes, ya sea porque el demandante no es el titular del
bien jurídico protegido o porque el  demandado no deba resarcir  el  perjuicio  a él
causado.

La  excepción  de  falta  de  legitimación  en  la  causa  por  pasiva  de  hecho,  es  un
requisito  de  procedibilidad  de  la  demanda  en  la  medida  en  que  se  refiere  a  la
capacidad del demandado de ser parte en el proceso, mientras que, la legitimación
en  la  causa  por  pasivo  material  es  un  requisito  para  la  prosperidad  de  las
pretensiones.

Descendiendo al caso concreto, y una vez revisado el proceso, se observa que las
pretensiones de la demanda van dirigidas a declarar a nulidad del oficio de fecha 10
de noviembre del 2022, emitido por la Secretaria de educación Departamental del
Cesar,  que dio respuesta frente a la petición presentada el  día 22 de agosto del
2022,  donde  niega  el  reconocimiento  y  pago  la  sanción  mora  al  demandante,
establecida en la Ley 244 de 1995 modificada y adicionada por la Ley 1071 de 2006,
equivalente a (1) día de salario por cada día de retardo, contados desde los (70) días
hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la entidad y hasta
cuando se hizo efectivo el pago de esta.

Así como, pretensión en encaminada, a que, el demandante tiene derecho a que la
Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del
Magisterio  (FOMAG);  Departamento  del  Cesar  –  Secretaria  de  Educación
Departamental del Cesar – Fiduciaria La Previsora S.A (Fiduprevisora); le reconozca
y  pague  la  sanción  moratoria,  establecida  en  la  Ley  244  de  1995  modificada  y
adicionada por la Ley 1071 de 2006, equivalente a (1) día de salario por cada día de
retardo, contados desde los (70) días hábiles después de haber radicado la solicitud
de la cesantía ante la entidad y hasta cuando se hizo efectivo el pago de esta.



Por lo anterior se observa que el  acto administrativo fue proferido por la entidad
Departamento del Cesar, así como pretensiones que vinculan a la entidad,  por lo
que,  existe  una  la  relación  procesal  que  se  establece entre  el  demandante  y  el
demandado, mediante la pretensión procesal; o en otras palabras, la relación jurídica
nacida de la atribución de una conducta en la demanda, y de la notificación de ésta al
demandado.

Así las cosas, se declarará no probada la falta de legitimación en la causa por pasiva
propuesta por el  Departamento del Cesar,  por lo tanto, permanecerá activa dentro
del presente proceso y, será en la sentencia donde se tratará de fondo el grado de
responsabilidad de las entidades.

El despacho se pronunciará respecto de la excepción de caducidad de la acción.

CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 

Están  surtidos  los  requisitos  de  procedibilidad  y  no  se  ha  configurado  LA
CADUCIDAD DE LA ACCION; conforme al art 164, numeral 2º, literal d) del CPACA.

“ARTÍCULO  164.  OPORTUNIDAD  PARA  PRESENTAR  LA  DEMANDA. La  demanda
deberá ser presentada:

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: (…)

d)  Cuando  se  pretenda  la  nulidad  y  restablecimiento  del  derecho,  la  demanda
deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir del día
siguiente  al  de  la  comunicación,  notificación,  ejecución  o  publicación  del  acto
administrativo,  según  el  caso,  salvo  las  excepciones  establecidas  en  otras
disposiciones legales;”

Fecha de notificación del
acto administrativo

Fecha de solicitud de
conciliación extrajudicial

-
Entrega del acta de

conciliación

Fecha de radicación de la
demanda

10 de noviembre de 2022 23 de noviembre de 2022
-

24 de febrero de 2023

08 de marzo de 2023

EN TÉRMINO

En atención a la norma antes mencionada, se declara NO PROBADA la caducidad,
en el presente medio de control. 

FIJACIÓN DEL LITIGIO: Consiste en determinar si el acto administrativo demandado
se encuentra viciado de nulidad, al determinarse si le asiste derecho o no, al señor
JOUSET  AGUSTIN  BAQUERO  JIMENEZ,  al  reconocimiento  y  pago  de  la
indemnización moratoria consignada en la Ley 244 de 1995, subrogada por la Ley
1071 de 2006, y la ley 1955 de 2019, como consecuencia del presunto pago tardío
de sus cesantías.

PRUEBAS SOLICITADAS

La parte demandante aportó las pruebas que se indican a folio 07 en archivo No. 02
del expediente digital.



El Ministerio de Educación Nacional, aportó y solcitó las pruebas que se indican a
folio 22 en archivo No. 07 del expediente digital.

El  Departamento del  Cesar,  NO aportó ni  solicitó pruebas en archivo No. 09 del
expediente digital.
Solo  se  decretarán las pruebas que sean necesarias para  demostrar  los  hechos
sobre los cuales hay disconformidad, frente a los cuales no obre constancia dentro
del expediente y que las partes no estuvieran en el deber de aportar, por ser este el
espíritu de lo previsto en el CPACA.

Procede el señor juez, a decretar las siguientes pruebas: 

PARTE DEMANDANTE:

A. Téngase  como  prueba  documental  en  su  alcance  legal  los  documentos
allegados por la PARTE ACCIONANTE al presentar la demanda, que obran
a folio 18 a 45 en archivo No. 02 del expediente digital.

PARTE DEMANDADA:

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL

B. Téngase  como  prueba  documental  en  su  alcance  legal  los  documentos
allegados por la parte accionada al contestar la demanda, que obran a folio 23
a 24, y 77 a 78 en archivo No. 07 del expediente digital.

C. NIEGUESE oficiar a la entidad territorial para que allegase al expediente copia
del trámite administrativo dado al derecho de petición radicado en las oficinas
de  dicha  entidad,  dado  que  es  esta  la  única  competente  para  informar  el
trámite  impartido,  toda  vez  que,  los  documentos  se  encuentran  en  el
expediente, por lo cual el despacho puede dictar sentencia.

D. NIEGUESE  Oficiar  a  la  entidad  territorial  para  que  allegase  al  expediente
certificación del salario percibido al momento en que inició la mora, toda vez
que, con los documentos obrantes en el expediente, el despacho puede dictar
sentencia.

En ese orden, procede el despacho a cerrar período probatorio y ordenará correr
traslado a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión por el término
de diez (10) días y al Ministerio Público para que emita concepto si a bien lo tiene, la
sentencia  se  proferirá  por  escrito  dentro  de  los  veinte  (20)  días  posteriores  al
vencimiento del término de alegatos.

En  razón  y  mérito  de  lo  expuesto,  el  Juzgado  Segundo  Administrativo  Oral  de
Valledupar,

RESUELVE

Primero: DECLÁRASE NO PROBADA la excepción mixta de “caducidad” propuesta
por  el  Despacho,  de  conformidad  con  lo  expuesto  en  la  parte  motiva  de  este
proveído.

Segundo: DECLÁRASE NO PROBADA la excepción mixta de “falta de legitimación
en la causa por pasiva”, propuesta por el Departamento del Cesar,  de conformidad
con lo expuesto en la parte motiva de este proveído.



Tercero: DECLARASE NO PROBADA la excepción previa de “falta de reclamación
administrativa”  (ineptitud  sustantiva  de  la  demanda  por  falta  de  los  requisitos
formales e indebida acumulación de pretensiones),  propuesta por el  Ministerio de
Educación Nacional,  de conformidad con lo  expuesto en la  parte  motiva de este
proveído.

Cuarto:  Téngase  como  prueba  documental  en  su  alcance  legal  los  documentos
allegados por la PARTE ACCIONANTE al presentar la demanda, que obran a folio 18
a 45 en archivo No. 02 del expediente digital.

Quinto: Téngase  como  prueba  documental  en  su  alcance  legal  los  documentos
allegados por la parte accionada al contestar la demanda, que obran a folio 23 a 24,
y 77 a 78 en archivo No. 07 del expediente digital.

Sexto: NIEGUESE oficiar a la entidad territorial para que allegase al expediente copia
del trámite administrativo dado al derecho de petición radicado en las oficinas de
dicha  entidad,  dado  que  es  esta  la  única  competente  para  informar  el  trámite
impartido, toda vez que, los documentos se encuentran en el expediente, por lo cual
el  despacho puede dictar  sentencia;  de conformidad con lo expuesto en la parte
motiva de este proveído.

Séptimo: NIEGUESE Oficiar a la entidad territorial para que allegase al expediente
certificación del salario percibido al momento en que inició la mora, toda vez que, con
los documentos obrantes en el expediente, el despacho puede dictar sentencia;  de
conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído.

Octavo: Ciérrese el período probatorio.

Noveno: Córrasele traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión por el
término de diez (10) días y al Ministerio Público para que emita concepto si a bien lo
tiene, el cual inicia al día siguiente de la notificación de esta providencia por estado y
no requiere fijación en lista por secretaría.

Notifíquese y cúmplase

VÍCTOR ORTEGA VILLARREAL

JUEZ

J2/VOV/enr
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE VALLEDUPAR

Valledupar, siete (07) de septiembre de dos mil veintitrés (2023).

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

DEMANDANTE: BEATRIZ VILORIA SARMIENTO

DEMANDADO MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO
NACIONAL  DE  PRESTACIONES  SOCIALES  DEL
MAGISTERIO  –  MUNICIPIO  DE  VALLEDUPAR,
CESAR

RADICADO: 20001-33-33-002-2023-00115-00

TEMA: Resuelve excepciones, cierra periodo probatorio y 
corre traslado para alegatos de conclusión.

ASUNTO 

De conformidad con los artículos 40 y 42 de la Ley 2080 de 25 de enero del 2021
proferido por el Congreso de la Republica de Colombia “Por medio de la cual se
reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo
-ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en
los  procesos  que  se  tramitan  ante  la  jurisdicción”,  el  Despacho  procede  a
pronunciarse  respecto  de  la  resolución  de  excepciones  previas,  cierre  periodo
probatorio y correr traslado para alegatos de conclusión en esta jurisdicción.

CONSIDERACIONES

En consecuencia, los términos de notificación, del traslado de la demanda y de la
reforma del presente proceso se surtieron de la siguiente manera:

Término de notificación Traslado de Demanda Término  para
reformar demandaFecha inicial Fecha final Fecha inicial Fecha final

12/04/2023 13/04/2023 14/04/2023 29/05/2023 13/06/2023

- El Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del
Magisterio, presentó contestación de la demanda el 24 de mayo de 2023, y propuso
excepciones  previas  y  mixtas  de  “litisconsorcio  necesario  por  pasiva,  falta  de
legitimidad  por  pasiva,  caducidad,  y  prescripción”;  el  despacho  resolverá  la
prescripción en la sentencia.

- El Municipio de Valledupar, Cesar, NO presentó contestación de la demanda.



 Falta de integración de litisconsorcio necesario.

Argumenta la entidad demandada que:

“(…) le solicito su señoría de manera respetuosa vincular al MUNICIPIO DE QUIBDO-
SECRETARIA  DE  EDUCACIONMUNICIPAL  DE  QUIBDO  como  litisconsorcio
necesario por pasiva, en virtud del acto administrativo allegada con la demanda, es
decir conforme con la resolución allegada por la parte actora, donde solicitó el pago de
las  cesantías,  por  lo  cual  debía  el  ente  territorial  dar  respuesta  en  el  término
establecido por la ley para resolver la solicitud elevada por la peticionaria, con lo cual
se observa la necesidad de vincular al ente territorial en el presente proceso. (…)”

El despacho la resuelve de la siguiente manera:

El  litisconsorcio  necesario  es  una  institución  procesal  que  tiene  como  propósito
vincular a un proceso o litigio un número plural de personas como parte pasiva o
activa conectados por una única "relación jurídico sustancial", a fin de proferirse una
decisión uniforme e igual para todos quienes integren la relación jurídico-procesal,
por  tanto  se  hace  indispensable  e  imprescindible  y  por  ende  obligatoria  su
comparecencia.

En igual sentido, la Sección Tercera del Consejo de Estado ha precisado respecto de
esta figura procesal que1:

"El litisconsorcio necesario se presenta cuando la cuestión litigiosa tiene por objeto
una relación jurídica material,  única e indivisible,  que debe resolverse de manera
uniforme para todos los sujetos que integran la parte correspondiente (artículo 61 del
C. G. del P.), lo cual impone que el proceso no pueda adelantarse sin la presencia de
dicho litisconsorte, pues su vinculación resulta imprescindible y obligatoria."

Así mismo, la doctrina ha sido enfática en definir en que comprende el Litisconsorcio
necesario al señalar que:

“Existen  múltiples  casos  en  los  que  varias  personas  deben  obligatoriamente
comparecer  dentro  de  un  proceso,  ora  en  calidad  de  demandantes,  bien  como
demandados, por ser requisito para proferir sentencia, dada la unidad inescindible
con la relación de derecho sustancial en debate que impone una decisión de idéntico
alcance respecto de todos los integrantes; (…)”2

Naturaleza del Litisconsorte necesario.

Para el Despacho el relevante aclarar que la figura del litisconsorcio necesario no es
considerado como un tercero interviniente sino como parte, que puede ser pasiva o
activa dentro del proceso, máxime si el Capítulo X de la Ley 1437 de 2011, artículos
223 al 225, que se encargó de reglamentar la intervención de terceros solo cataloga
como  tal  a  la  coadyuvancia,  el  Litisconsorcio  facultativo  e  intervención  ad
excludendum y el llamamiento en garantía.

Por su parte, el C.G.P., Capítulo II,  artículos 60, 61 y 62, ubica los litisconsorcios
dentro del título de “Litisconsortes y otras partes”, a renglón seguido y en un capítulo
independiente denominado “Terceros”, consagra la coadyuvancia y el llamamiento de
oficio.

Luego  es  acertado  concluir  que  el  Litisconsorcio  necesario  desarrollado  en  los
términos del artículo 61 de la Ley 1564 de 2012, se trata de una parte procesal que

1 C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera, auto de 21 de noviembre de 2016. Rad. 25000-23-36-000-2014-00303-
01 (55441).
2 Código General del Proceso-Parte General; Autor: Hernán Fabio López Blanco; Edición 2016-Bogotá-Colombia;
Editorial Dupre; Pág. 353.



puede  fungir  como  demandado  o  demandante,  o  mixto,  según  el  caso.  En  ese
sentido, no fue correcto imprimirle el trámite previsto para la intervención de terceros
contenido en el artículo 223 al 228 del CPACA.

De  modo  que  es  importante  tener  claro  que  el  litisconsorte  necesario  no  es
precisamente un tercero interviniente sino que se ubica en la  categoría  de parte
dentro del litigio que se suscite, en la medida en que ingresan ocupando la posición
de demandantes o demandados o en ambas dependiendo el caso, con los mismos
derechos y deberes de los demás sujetos procesales.

La característica esencial del litisconsorcio necesario consiste en que la sentencia
que se dicte ha de ser única y de idéntico contenido para la pluralidad de personas
que conforman la respectiva parte en el proceso, por ello, el elemento esencial del
litisconsorcio necesario es la unicidad de la relación sustancial materia del litigio, o en
otras  palabras,  la  existencia  de  una  unidad  inescindible  respecto  del  derecho
sustancial en debate.

De su parte, el tratadista de derecho procesal, Hernán Fabio López Blanco, citando a
expertos foráneos, recalca que “el fundamento del litisconsorcio necesario hay que
buscarlo  fuera  del  derecho  procesal,  en  el  derecho  material,  aunque  tenga  su
tratamiento en el primero. Tiene su causa en la naturaleza de la relación jurídico-
sustantiva, la cual exige que sea declarada respecto a un determinado número de
personas el derecho material que regula las concretas relaciones jurídicas unitarias e
indivisibles”. Obra citada.

Conforme  con  lo  anterior,  debe  tenerse  en  cuenta  que  la  figura  procesal  del
litisconsorcio  necesario,  el  cual  encuentra  origen  normativo  en  el  artículo  61  del
C.G.P.,  se  caracteriza  fundamentalmente  por  la  existencia  de  una única  relación
jurídica  o  de un acto  jurídico.  Por  ello,  se  ha dicho que cuando se  configura  el
litisconsorcio necesario ya sea por pasiva o por activa, la sentencia tendrá que ser
idéntica y uniforme para todos.

Finalmente, debe señalarse que en varios casos la ley ha hecho el análisis de ciertas
relaciones jurídicas que implican la posibilidad de integrar el litisconsorcio necesario,
lo que facilita la labor del juez para determinar dicha relación sustancial, como ocurre
en el proceso divisorio en el cual la demanda deberá estar encaminada contra los
restantes comuneros.

Caso  contrario,  y  ante  la  falta  de  indicación  legal,  es  al  intérprete  al  que  le
corresponde determinar si el contenido de la relación jurídica que se va a debatir,
impone la intervención obligatoria de más de una persona.

Ahora  bien,  es  conveniente  destacar  que  la  Ley  1437  de  2011  no  reguló  lo
concerniente con el litisconsorte necesario, de suerte que se debe acudir al Código
General del Proceso, más exactamente al artículo 61 que reza así:

“ARTÍCULO  61.  LITISCONSORCIO  NECESARIO  E  INTEGRACIÓN  DEL
CONTRADICTORIO. Cuando  el  proceso  verse  sobre  relaciones  o  actos  jurídicos
respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse
de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la comparecencia de las
personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, la
demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el
juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a
quienes  falten  para  integrar  el  contradictorio,  en  la  forma  y  con  el  término  de
comparecencia dispuestos para el demandado.

En  caso  de  no  haberse  ordenado  el  traslado  al  admitirse  la  demanda,  el  juez
dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte,
mientras no se haya dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los citados



el mismo término para que comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho
término.

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez
resolverá sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas.

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los
demás. Sin embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo
tendrán eficacia si emanan de todos.

Cuando  alguno  de  los  litisconsortes  necesarios  del  demandante  no  figure  en  la
demanda,  podrá  pedirse  su  vinculación  acompañando  la  prueba  de  dicho
litisconsorcio.”

En efecto,  la  Ley 1564 de 2012 desarrolla  el  trámite  que se  debe surtir  para la
conformación del Litisconsorcio necesario; la regla general es que la demanda se
formule por todas las partes y se dirija contra todas las partes, sin embargo, cuando
esto no sucede, el juez de oficio ordenará el traslado y notificación del auto admisorio
a quienes integren el contradictorio.

En caso de no conformarse en debida forma el contradictorio en la fase de admisión
de la demanda, el juez de oficio o a petición de parte citará las personas que deban
comparecer, siempre y cuando no se haya dictado sentencia en primera instancia.

Vale resaltar, que el anterior procedimiento aplica cuando se proponga como una
solicitud de parte o en cumplimiento del deber legal del juez, contenido en el artículo
42 numeral 5 del C.G.P, de conformar o integrar el litisconsorcio necesario.

Pero si  por el contrario se formula como excepción previa tal  como lo dispone el
artículo  100  numeral  9  del  CGP:  "No  comprender  la  demanda  a  todos  los
litisconsortes necesarios", debe indiscutiblemente resolverse en esta etapa procesal”.

De conformidad con la  normatividad traída  a  colación  se  deja  constancia  que la
entidad territorial Municipio de Valledupar, Cesar, ya se encuentra integrada dentro
del  presente  proceso,  aunado  a  que,  el  Municipio  de  Quibdó  –  Secretaria  de
Educación Municipal de Quibdó no tiene ninguna relación con este proceso, como
pretende  la  parte  demandada;  por  lo  que,  se  declara  no  probada  la  excepción
propuesta.

Respecto a la falta de legitimación en la causa por pasiva, propuesta por la Entidad,
Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio,
de la siguiente manera:

Para  resolver  la  excepción  planteada,  debe  recordarse  que  la  figura  de  la
legitimación en la causa es la capacidad subjetiva para ser parte en el proceso y,
además constituye un presupuesto procesal  para  que se profiera  en decisión de
fondo en la litis. 

La jurisprudencia del Consejo de Estado, ha diferenciado la legitimación en la causa
de  hecho  y  material.  Entendiendo  la  primera,  como  la  relación  procesal  que  se
establece entre el demandante y el demandado, mediante la pretensión procesal; o
en otras palabras la relación jurídica nacida de la atribución de una conducta en la
demanda, y de la notificación de ésta al  demandado. Por lo tanto, se aduce que
quien cita a otro y atribuye está legitimado de hecho por activa, y a quien se cita y
atribuye está legitimado de hecho y por pasiva, después de la notificación del auto
admisorio de la demanda. Y por la segunda, legitimación ad causam material, alude
a la participación real de las personas, por regla general, en el hecho origen de la



formulación de la demanda, con independencia de si se ha demandado o no, o de
que haya sido o no demandado.

En síntesis, se ha sostenido que la legitimación en la causa de hecho se refiere a la
relación procesal entre el demandante y el demandado y nace con la presentación de
la demanda y la notificación del auto admisorio una vez se traba la litis. En contraste
con ésta, la legitimación en la causa material alude a la relación que nace entre las
partes como consecuencia de los hechos que dan lugar al litigio

Por lo anterior, un sujeto puede estar legitimado en la causa de hecho, pero no tener
legitimación  en  la  causa  material,  de  lo  cual  se  deriva  que  las  pretensiones
formuladas no sean procedentes, ya sea porque el demandante no es el titular del
bien jurídico protegido o porque el  demandado no deba resarcir  el  perjuicio  a él
causado.

La  excepción  de  falta  de  legitimación  en  la  causa  por  pasiva  de  hecho,  es  un
requisito  de  procedibilidad  de  la  demanda  en  la  medida  en  que  se  refiere  a  la
capacidad del demandado de ser parte en el proceso, mientras que, la legitimación
en  la  causa  por  pasivo  material  es  un  requisito  para  la  prosperidad  de  las
pretensiones.

Descendiendo al caso concreto, y una vez revisado el proceso, se observa que las
pretensiones  de  la  demanda  van  dirigidas  a  declarar  a  nulidad  del  acto  ficto
configurado el día 23 de febrero de 2021, frente a la petición presentada el día 23 de
noviembre de 2020, en cuanto negó el derecho a pagar la sanción por mora a mi
mandante establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a un
(1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde los setenta (70) días
hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la demandada y
hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma.

Y que, se declaré que el demandante tiene derecho a que la Nación - Ministerio de
Educación  Nacional  -Fondo  Nacional  De  Prestaciones  Sociales  del  Magisterio,
Municipio de Valledupar - Secretaria de Educación le reconozca y pague la Sanción
por mora establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a un (1)
día de su salario  por  cada día de retardo,  contados desde los setenta (70)  días
hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la entidad y hasta
cuando se hizo efectivo el pago de la misma.

Así  como,  pretensión  en  encaminada,  a  que,  el  demandante  tiene  derecho  al
reconocimiento y pago de la sanción por mora a la Nación – Ministerio de Educación
Nacional - FOMAG, establecida en la ley 1071 de 2006, equivalente a un (1) día de
su salario por cada día de retardo, contados desde los cuarenta y cinco (45) días
hábiles siguientes, al momento en que quedó ejecutoriado el acto administrativo que
reconoció las cesantías.

Por  lo  anterior  se  observa  que  el  acto  administrativo  producto  del  silencio
administrativo  fue  proferido  por  las  entidades  Municipio  de  Valledupar,  Cesar,  y
Ministerio de Educación Nacional  – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del
Magisterio, así como pretensiones que vinculan a las entidades, por lo que, existe
una  relación  procesal  entre  el  demandante  y  las  demandadas  que  nace  con  la
presentación de la demanda y la notificación del auto admisorio una vez se traba la
litis.

Así las cosas, se declarará no probada la falta de legitimación en la causa por pasiva
propuesta por el Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones



Sociales del Magisterio, por lo tanto, permanecerá activa dentro del presente proceso
y, será en la sentencia donde se tratará de fondo el grado de responsabilidad de las
entidades.

El despacho se pronunciará respecto de la excepción de caducidad de la acción.

CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 

Están  surtidos  los  requisitos  de  procedibilidad  y  no  se  ha  configurado  LA
CADUCIDAD DE LA ACCION; conforme al art 164, numeral 1º, literal d) del CPACA.

“ARTÍCULO  164.  OPORTUNIDAD  PARA  PRESENTAR  LA  DEMANDA. La  demanda
deberá ser presentada:

1. En cualquier tiempo, cuando:

(…)

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo;”

En atención a la norma antes mencionada, se declara NO PROBADA la caducidad,
en el presente medio de control. 

FIJACIÓN  DEL  LITIGIO:  Consiste  en  determinar  si  el  acto  administrativo  ficto
demandado se encuentra viciado de nulidad, al determinarse si le asiste derecho o
no, a la señora BEATRIZ VILORIA SARMIENTO, al  reconocimiento y pago de la
indemnización moratoria consignada en la Ley 244 de 1995, subrogada por la Ley
1071 de 2006, y la ley 1955 de 2019, como consecuencia del presunto pago tardío
de sus cesantías.

PRUEBAS SOLICITADAS

La parte demandante aportó las pruebas que se indican a folio 12 en archivo No. 2
del expediente digital.

El Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del
Magisterio,  solicitó  las  pruebas  que  se  indican  a  folio  13  en  archivo  No.  17  del
expediente digital.

El Municipio de Valledupar, Cesar, NO contestó la demanda.

Solo  se  decretarán las pruebas que sean necesarias para  demostrar  los  hechos
sobre los cuales hay disconformidad, frente a los cuales no obre constancia dentro
del expediente y que las partes no estuvieran en el deber de aportar, por ser este el
espíritu de lo previsto en el CPACA.

Procede el señor juez, a decretar las siguientes pruebas: 

PARTE DEMANDANTE:

A. Téngase  como  prueba  documental  en  su  alcance  legal  los  documentos
allegados por la PARTE ACCIONANTE al presentar la demanda, que obran
a en archivo No. 4 del expediente digital.

PARTE  DEMANDADA:  MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL  –  FONDO
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO



B. NIEGUESE OFICIAR a la Fiduprevisora S.A., para que certifique el pago de las
cesantías solicitadas al docente, toda vez que los documentos se encuentran
en el expediente. 

En ese orden, procede el despacho a cerrar período probatorio y ordenará correr
traslado a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión por el término
de diez (10) días y al Ministerio Público para que emita concepto si a bien lo tiene, la
sentencia  se  proferirá  por  escrito  dentro  de  los  veinte  (20)  días  posteriores  al
vencimiento del término de alegatos.

En  razón  y  mérito  de  lo  expuesto,  el  Juzgado  Segundo  Administrativo  Oral  de
Valledupar,

RESUELVE

Primero: DECLÁRASE NO PROBADA la excepción mixta de “caducidad” propuesta
por el Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales
del Magisterio, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído.

Segundo:  DECLÁRASE  NO  PROBADA  la  excepción  previa  de  “litisconsorcio
necesario por pasiva”, propuesta por el  Ministerio de Educación Nacional – Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio,  de conformidad con lo expuesto
en la parte motiva de este proveído.

Tercero: DECLÁRASE NO PROBADA la excepción previa de “falta de legitimidad por
pasiva”,  propuesta por  el  Ministerio  de Educación Nacional  –  Fondo Nacional  de
Prestaciones Sociales del Magisterio,  de conformidad con lo expuesto en la parte
motiva de este proveído.

Cuarto:  Téngase  como  prueba  documental  en  su  alcance  legal  los  documentos
allegados por la PARTE ACCIONANTE al presentar la demanda, que obran a en
archivo No. 4 del expediente digital.

Quinto: NIEGUESE OFICIAR a la Fiduprevisora S.A., para que certifique el pago de
las cesantías solicitadas al  docente,  de conformidad con lo  expuesto en la parte
motiva de este proveído.

Sexto: Ciérrese el período probatorio.

Séptimo: Córrasele traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión por el
término de diez (10) días y al Ministerio Público para que emita concepto si a bien lo
tiene, el cual inicia al día siguiente de la notificación de esta providencia por estado y
no requiere fijación en lista por secretaría.

Notifíquese y cúmplase

VÍCTOR ORTEGA VILLARREAL



JUEZ

J2/VOV/enr

REPÚBLICA DE COLOMBIA
JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL

CIRCUITO
Valledupar - Cesar

          Secretario
La presente providencia, fue notificada a las partes por
anotación en el ESTADO ELECTRONICO No. 

Hoy __ de ___ de 2022 Hora 08:00 am

YAFI JESUS PALMA ARIAS
Secretario
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE VALLEDUPAR

Valledupar, siete (07) de septiembre de dos mil veintitrés (2023).

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

DEMANDANTE: HUGUES JOSE MORON LAGO

DEMANDADO MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO
NACIONAL  DE  PRESTACIONES  SOCIALES  DEL
MAGISTERIO

RADICADO: 20001-33-33-002-2023-00128-00

TEMA: Resuelve excepciones, cierra periodo probatorio y 
corre traslado para alegatos de conclusión.

ASUNTO 

De conformidad con los artículos 40 y 42 de la Ley 2080 de 25 de enero del 2021
proferido por el Congreso de la Republica de Colombia “Por medio de la cual se
reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo
-ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en
los  procesos  que  se  tramitan  ante  la  jurisdicción”,  el  Despacho  procede  a
pronunciarse  respecto  de  la  resolución  de  excepciones  previas,  cierre  periodo
probatorio y correr traslado para alegatos de conclusión en esta jurisdicción.

CONSIDERACIONES

En consecuencia, los términos de notificación, del traslado de la demanda y de la
reforma del presente proceso se surtieron de la siguiente manera:

Término de notificación Traslado de Demanda Término  para
reformar demandaFecha inicial Fecha final Fecha inicial Fecha final

30/05/2023 31/05/2023 01/06/2023 17/07/2023 01/08/2023

- El Ministerio De Educación Nacional – Fondo Nacional De Prestaciones Sociales Del
Magisterio., presentó contestación de la demanda el 13 de julio de 2023, y propuso
excepción  mixta  de  “prescripción”;  el  despacho  resolverá  la  prescripción  en  la
sentencia.

El despacho se pronunciará respecto de la excepción de caducidad de la acción.

CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 



Están  surtidos  los  requisitos  de  procedibilidad  y  no  se  ha  configurado  LA
CADUCIDAD DE LA ACCION; conforme al art 164, numeral 1º, literal c) del CPACA.

“ARTÍCULO  164.  OPORTUNIDAD  PARA  PRESENTAR  LA  DEMANDA. La  demanda
deberá ser presentada:

1. En cualquier tiempo, cuando: (…)

c)  Se  dirija  contra  actos  que  reconozcan  o  nieguen  total  o  parcialmente
prestaciones periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones
pagadas a particulares de buena fe;”

En atención a la norma antes mencionada, se declara NO PROBADA la caducidad,
en el presente medio de control. 

FIJACIÓN  DEL  LITIGIO:  Consiste  en  determinar  si  en  el  presente  caso  el  acto
administrativo contenido en el Resolución No. 0382 del 28 de septiembre de 2009,
expedida  por  Secretario  de  Educación  Municipal  de  Valledupar,  en  cuanto  le
reconoció  la  PENSIÓN  DE  JUBILACIÓN  al  demandante  y  calculó  la  mesada
pensional  sin  incluir  todos  los  factores  salariales  percibidos  en  el  último  año  de
servicio al cumplimiento del status de pensionado, se encuentra ajustado a derecho o
por el contrario está viciado de nulidad.

PRUEBAS SOLICITADAS

La parte demandante aportó y solicitó las pruebas que se indican a folio 15 a 16 en
archivo No. 02 del expediente digital.

El Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales, NO
aportó, ni solicitó pruebas, en archivo No. 08 del expediente digital.

Solo  se  decretarán las pruebas que sean necesarias para  demostrar  los  hechos
sobre los cuales hay disconformidad, frente a los cuales no obre constancia dentro
del expediente y que las partes no estuvieran en el deber de aportar, por ser este el
espíritu de lo previsto en el CPACA.

Procede el señor juez, a decretar las siguientes pruebas: 

PARTE DEMANDANTE:

A. Téngase  como  prueba  documental  en  su  alcance  legal  los  documentos
allegados por la PARTE ACCIONANTE al presentar la demanda, que obran
a folio 24 a 92 en archivo No. 02 del expediente digital.

B. NIEGUESE oficiar a la Secretaría de Educación Departamental del Cesar y/o
Municipal  de  Valledupar,  para  que  certifique  los  salarios  y  prestaciones
devengadas por el demandante en los años 2008 y 2009, toda vez que, los
documentos se encuentran en el expediente.

En ese orden, procede el despacho a cerrar período probatorio y ordenará correr
traslado a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión por el término
de diez (10) días y al Ministerio Público para que emita concepto si a bien lo tiene, la
sentencia  se  proferirá  por  escrito  dentro  de  los  veinte  (20)  días  posteriores  al
vencimiento del término de alegatos.



En  razón  y  mérito  de  lo  expuesto,  el  Juzgado  Segundo  Administrativo  Oral  de
Valledupar,

RESUELVE

Primero: DECLÁRASE NO PROBADA la excepción mixta de “caducidad” propuesta
por  el  Despacho,  de  conformidad  con  lo  expuesto  en  la  parte  motiva  de  este
proveído.

Segundo: Téngase como prueba documental en su alcance legal los documentos
allegados por la PARTE ACCIONANTE al presentar la demanda, que obran a folio 24
a 92 en archivo No. 02 del expediente digital.

Tercero: NIEGUESE oficiar a la Secretaría de Educación Departamental del Cesar
y/o  Municipal  de  Valledupar,  para  que  certifique  los  salarios  y  prestaciones
devengadas por el demandante en los años 2008 y 2009,  de conformidad con lo
expuesto en la parte motiva de este proveído.

Cuarto: Ciérrese el período probatorio.

Quinto: Córrasele traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión por el
término de diez (10) días y al Ministerio Público para que emita concepto si a bien lo
tiene, el cual inicia al día siguiente de la notificación de esta providencia por estado y
no requiere fijación en lista por secretaría.

Notifíquese y cúmplase

VÍCTOR ORTEGA VILLARREAL

JUEZ

J2/VOV/enr

REPÚBLICA DE COLOMBIA
JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL

CIRCUITO
Valledupar - Cesar

          Secretario
La presente providencia, fue notificada a las partes por
anotación en el ESTADO ELECTRONICO No. 

Hoy __ de ___ de 2022 Hora 08:00 am

YAFI JESUS PALMA ARIAS
Secretario

Firmado Por:



Victor  Ortega Villarreal

Juez

Juzgado Administrativo

02
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